
CAPÍTULO 7. EN DEFENSA DE LA COMUNIDAD: LUCHAS ÉTNICAS 

Y DE GÉNERO EN TORNO A LOS DERECHOS 

INDIVIDUALES Y COLECTIVOS A LA TIERRA 

La prioridad para las mujeres indígenas es su lucha como pueblos y no 
solamente como mujeres... Nosotras pertenecemos a un pueblo, a una 

entidad colectiva, por lo que la lucha de las mujeres indígenas es diferente a 
la del movimiento de mujeres. Es una lucha como pueblos en la que hombres 

y mujeres indígenas demandamos ser reconocidos como pueblos, ser 
reconocidos como sujetos colectivos de derecho1. 

C l surgimiento y el predominio de los gobiernos neoliberales en Améri­
ca Latina coincidieron con el crecimiento y la consolidación no sólo del 
movimiento de mujeres, sino también del movimiento indígena. Además 
de compartir la temporalidad de sus acciones, tienen en común otras 
características. Ambos movimientos impugnaron la concepción tradicio­
nal de los derechos humanos universales, llamando la atención sobre sus 
sesgos excluyentes. Así mismo, los dos movimientos crecieron simultá­
neamente a nivel internacional, nacional y local, y su avance en los dos 
últimos niveles contó con el respaldo de convenciones internacionales 
tendientes a poner fin a la discriminación basada en el sexo y el origen 
étnico. Además, los dos movimientos, aunque de distintas maneras, im­
pugnaron la legislación agraria neoliberal que buscaba acabar con las re­
formas agrarias de los decenios anteriores. Como resultado, el cambio 
institucional en el sector agrícola durante el período neoliberal ha sido 
bastante heterogéneo por lo menos en dos aspectos: por una parte en lo 
referente a las ganancias y pérdidas con respecto a los derechos de la 
mujer a la tierra y, por otra, en lo concerniente a los derechos colectivos a 
la tierra. 

No obstante, es en algunos de los países con más alta población indí­
gena donde se han producido menos ganancias o incluso retrocesos con 
respecto a los derechos de género a la tierra. Si bien la Ley INRA de Boli­
via, promulgada en 1996, contiene un firme preámbulo que favorece la 
igualdad de género en los derechos a la tierra, no contiene ninguna dis­
posición específica que garantice el acceso de la mujer a la tierra en condi-

1 Nina Pacari (1998: 60-6), líder nacional de la Conaie; fue vicepresidenta del Congreso de Ecuador. 
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ciones de igualdad con los hombres. Tanto las leyes agrarias ecuatoriana 
de 1994 y peruana de 1995 profesan ser neutras con respecto al género en 
cuanto los derechos a la tierra pueden otorgarse a personas naturales o 
jurídicas, pero al mismo tiempo estas legislaciones no garantizan explíci­
tamente la equidad formal de género. El código agrario mexicano de 1992 
es el principal retroceso entre los casos aquí analizados en lo que concierne 
a los derechos de la mujer a la tierra, puesto que lo que antes era patrimo­
nio familiar se ha convertido en propiedad privada de los jefes de hogar, 
la mayor parte de los cuales son hombres. De los países con poblaciones 
indígenas numerosas, sólo Guatemala ha manifestado su intención de 
garantizar la equidad de género en futuras distribuciones de tierra, incor­
porando mecanismos específicos de inclusión en su legislación reciente 
sobre bancos agrarios. 

Las principales demandas del movimiento indígena en el debate en 
torno a los derechos a la tierra en el período del neoliberalismo han sido: 
i) reconocimiento de sus reclamaciones históricas a la tierra, incluido el 
reconocimiento de los territorios indígenas; ii) reconocimiento y/o afir­
mación de los derechos a la propiedad colectiva, y su carácter inaliena­
ble; y iii) reconocimiento de la ley consuetudinaria, por ejemplo el derecho 
de las comunidades campesinas e indígenas a regirse por sus usos y cos­
tumbres tradicionales. Como se mostrará en este capítulo, el resultado 
con respecto a la defensa de los derechos de propiedad colectivos tam­
bién ha variado, pues estos derechos se fortalecieron en Ecuador y Boli­
via, en tanto que en México y Perú se debilitaron. 

Este capítulo tiene como eje básico la tensión que se advierte entre la 
demanda por el reconocimiento de derechos colectivos a la tierra y la 
demanda de igualdad de género en estos derechos. En principio, los de­
rechos colectivos a la tierra deberían promover la igualdad de género, en 
la medida en que garantizan a todos los miembros de una comunidad 
acceso a la tierra. De hecho, en otras regiones del mundo, como en el sur 
de Asia y en África, se ha señalado que el acceso de la mujer a la tierra era 
más seguro bajo los sistemas tradicionales de tenencia comunal, en com­
paración con el período poscolonial que se ha caracterizado por la indivi­
dualización de estos derechos (Agarwal 1994a; Lastarria-Cornhiel 1997). 
Por el contrario, para el caso latinoamericano se argumenta que los dere­
chos colectivos a la tierra no necesariamente garantizan a todos los miem­
bros de una comunidad acceso seguro o control sobre ella. Más bien, la 
manera en que se distribuye la tierra colectiva -las reglas mediante las 
cuales se asigna a las familias y a los hombres y mujeres que las compo­
nen- y los individuos que participan en la determinación de estas reglas 
se rigen por los usos y costumbres tradicionales que con frecuencia dis­
criminan contra la mujer. Además, casi todos los países latinoamericanos 
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que protegen el derecho de las comunidades indígenas y campesinas a la 
propiedad colectiva también reconocen el derecho de estas comunidades 
a asignar la tierra según les parezca, de acuerdo con los usos y costum­
bres tradicionales. Esta tensión entre los derechos de las mujeres y el 
derecho de las comunidades indígenas a preservar sus usos y costumbres 
tradicionales está en el centro del debate entre las críticas feministas y del 
relativismo cultural a los derechos humanos universales y también se 
manifiesta en los acuerdos internacionales sobre los pueblos indígenas. 

CRÍTICAS DEL FEMINISMO Y DEL RELATIVISMO CULTURAL A LOS DERECHOS 

HUMANOS UNIVERSALES 

Según Rhoda Howard (1993: 316), en el derecho internacional los dere­
chos universales se definen como "derechos que poseen, en igualdad de 
condiciones, todos los individuos en virtud de su humanidad y por nin­
guna otra razón"2. Lo que comparten la crítica feminista y culturalista es 
que ambas impugnan la universalidad de los derechos humanos deriva­
dos del pensamiento liberal. Argumentan que el pensamiento liberal, que 
dio origen al concepto de la universalidad de los derechos humanos, es 
un producto histórico y cultural de la filosofía y la política occidentales, 
que excluye otras culturas y grupos, como las mujeres y los indígenas 
(Brems 1997: 142-147; Pollis 1996: 318). De hecho, para que los derechos 
humanos sean universales tienen que incluir otros grupos. Sin embargo, 
mientras las feministas utilizan una óptica de género, los relativistas cul­
turales se basan en una perspectiva cultural, cada uno impugnando en 
términos diferentes la manera en que se deben definir, priorizar y aplicar 
estos derechos humanos. 

La objeción principal del relativismo cultural es que no existe algo 
que pueda llamarse moralidad universal, sino que la moralidad está con­
dicionada por variaciones culturales e históricas. Argumentan que la doc­
trina de la universalidad de los derechos humanos se basa en una noción 
occidental de la racionalidad que ha elevado el concepto de individualis-

La Declaración Universal de los Derechos Humanos fue adoptada por la Asamblea General de 
las Naciones Unidas en 1948. Tuvo como objeto reafirmar y reforzar las disposiciones de la Carta 
de las Naciones Unidas, que estipula explícitamente en su preámbulo la igualdad de derechos 
entre hombres y mujeres y prohibe cualquier discriminación con base en el sexo, la raza, la 
lengua o la religión. Sin embargo, la redacción de la Declaración Universal de los Derechos 
Humanos en términos relativamente neutros con respecto al género fue el resultado de una 
ardua lucha. Las versiones iniciales de la Declaración comenzaban con la frase "Todos los 
hombres son hermanos". Después de un intenso proceso de cabildeo, la Comisión de las 
Naciones Unidas sobre el Estatus de la Mujer logró introducir un lenguaje que abarcara a "todos 
los seres humanos", que fue el que finalmente se adoptó (Tomasevski 1993: 98-100). 
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mo a un nivel de abstracción no compatible con otras culturas3. Puede 
encontrarse una noción alternativa de moralidad en otras culturas no 
occidentales que le conceden mayor importancia a la colectividad que a 
los individuos. En estas culturas no occidentales, los derechos y las obli­
gaciones colectivas imponen límites a los individuos en favor de lo colec­
tivo (Brems 1997: 146). 

La fuente de la validez de la ética o norma moral para la mayor parte 
de las culturas indígenas latinoamericanas está en la autoridad ancestral 
y la longevidad. Desde la perspectiva de los relativistas culturales, la histo­
ria del colonialismo se puede resumir como la historia del desplazamiento 
de la autoridad ancestral o colectiva. Al mismo tiempo, la introducción 
del concepto de derechos individuales fue limitada, porque sólo se apli­
caba a los conquistadores, a expensas de los indígenas. La posición indí­
gena en el debate actual en torno a los derechos a la tierra es que los 
derechos colectivos a ésta deben privilegiarse sobre los individuales, por 
dos razones. Ante todo, dada la historia del colonialismo, existe un argu­
mento moral a favor de la restitución de tierras y territorios a los pueblos 
y comunidades indígenas. En segundo lugar, el derecho a la propiedad 
colectiva de la tierra es la base de la identidad cultural indígena y resulta 
indispensable para la supervivencia misma de los pueblos indígenas. Como 
se verá en la siguiente sección, ambos puntos se han incorporado al Acuer­
do No. 169 de la OIT. 

La crítica feminista a los derechos humanos universales, además de 
demandar la inclusión de las mujeres en el sistema que define estos dere­
chos, hace énfasis en la necesidad de romper la dicotomía entre los domi­
nios público y privado (Brems 1997; Garay 1996). Resalta cómo, en la 
tradición liberal, los derechos humanos se estipularon para reglamentar 
las relaciones entre los hombres y el Estado en la esfera pública, de la cual 
las mujeres habían sido tradicionalmente excluidas. Además, como la su­
bordinación de la mujer se sitúa en gran medida en el contexto de la esfera 
privada -es decir, en las prácticas y tradiciones de la vida cotidiana-, los 
derechos humanos se deben extender para que "lo personal sea político" 

Más específicamente, según Boaventura de Sousa (1997: 8-9) el concepto de los derechos 
humanos universales se basa en los siguientes supuestos de la teoría liberal occidental: que 
existe una naturaleza humana universal factible de conocerse racionalmente; que la naturaleza 
humana es diferente y superior a todas las demás realidades; que los individuos tienen una 
dignidad absoluta que debe ser defendida de la sociedad y el Estado; y que la autonomía 
individual requiere una organización no jerárquica de la sociedad. Como consecuencia de esta 
serie de supuestos, la Declaración Universal de los Derechos Humanos se concentró en los 
derechos individuales más que en los colectivos, y dio prioridad a los derechos políticos y 
civiles por encima de los económicos, sociales y culturales. Por otra parte, entre los derechos 
económicos se privilegió el derecho a la propiedad privada. 
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o "lo privado sea público" (Brems 1997: 139). La demanda de cerrar la 
brecha entre lo privado y lo público debe entenderse, por consiguiente, 
de doble manera: que los derechos se extiendan a las relaciones privadas 
y que las mujeres participen de los derechos en el dominio público. 

Al limitar el enfoque del discurso de los derechos humanos a la esfera 
pública o a lo cívico y lo político, no sólo se ha excluido la condición de la 
mujer sino los derechos sociales, económicos y culturales. El feminismo 
ha objetado la prioridad que se concede a los derechos civiles y políticos 
en comparación con los derechos socioeconómicos, puesto que estos úl­
timos son indispensables para el avance de la situación de las mujeres. 
Algunos de los derechos que el feminismo quiere incluir como priorida­
des, y que desde hace mucho tiempo también han sido defendidos por 
los socialistas, son los derechos a alimentación, vestido, vivienda, trabajo, 
salud, educación, etc., así como el derecho general al desarrollo. Además, 
el feminismo sostiene que, dadas las diferencias entre mujeres y hom­
bres, "el catálogo de los derechos humanos" debe revisarse de modo que 
incluya nuevos derechos, como los derechos sexuales y reproductivos 
{ibid.: 139-40; Fació 1996: 81-2). La consigna "los derechos de las mujeres 
son derechos humanos" resume muy bien este esfuerzo, como se reco­
noció en la Declaración Universal de Derechos Humanos proclamada en 
Ginebra en 1994. 

El punto donde entran en conflicto la crítica feminista y la crítica del 
relativismo cultural con respecto a los derechos humanos tiene que ver 
con el hecho de que en la mayor parte de las sociedades las mujeres y la 
cultura están estrechamente relacionadas. Como observa Amanda Garay 
(1996: 24): "Las mujeres son con más frecuencia transmisoras de cultura a 
sus hijos y muchas veces son las responsables de preservar las tradiciones 
culturales en el hogar y de mantener vínculos con la comunidad... La 
estrecha conexión de las mujeres con la cultura dificulta reconocer que 
los derechos humanos específicos de las mujeres son parte del régimen 
de derechos atomístico". Por ejemplo, la estrecha conexión entre las mu­
jeres indígenas y la cultura en América Latina se aprecia sobre todo en el 
lenguaje y el vestido. Hasta hace pocas décadas, las mujeres seguían sien­
do monolingües, en tanto que sus compañeros se volvían cada vez más 
bilingües; mientras los hombres utilizan prendas de vestir occidentales, 
las mujeres siguen usando sus vestidos tradicionales. El hecho de que las 
mujeres tengan una responsabilidad mayor que la de los hombres en tér­
minos de preservación de la cultura y socialización de los niños hace que 
los relativistas culturales se muestren especialmente cautelosos frente a 
cualquier intento de expandir la universalidad de los derechos humanos 
para incluir los derechos de las mujeres. De modo similar, la estrecha 
identificación entre mujeres y cultura y las desigualdades de género que 
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ésta ha producido han vuelto cautelosas a las feministas en cuanto a ce­
der terreno a los relativistas culturales, en especial a la corriente "radical" 
o dura que considera a la cultura como fuente principal y única de validez 
de la ética o norma moral4. Las feministas han desconfiado sobre todo de 
las construcciones que vinculan a la mujer con la cultura y la naturaleza, 
pues éstas muchas veces se han basado en un determinismo biológico 
que define a las mujeres negativamente como "más cercanas a la natura­
leza" que los hombres, lo cual limita las opciones y el desarrollo humano 
de la mujer (Ortner 1974: 67-87). 

En las secciones siguientes se hará referencia a este conflicto entre la 
crítica feminista y la crítica del relativismo cultural a los derechos huma­
nos universales en el caso de las luchas en torno a los derechos individua­
les y colectivos a la tierra. Se enfatizará en la dificultad que plantea aceptar 
la autoridad ancestral o colectiva cuando esta autoridad excluye y discri­
mina a las mujeres. Además, se argumentará que los derechos a la propie­
dad colectiva no son, en sí, el problema, sino que éste yace en los usos y 
costumbres tradicionales de acuerdo con los cuales los derechos colecti­
vos a la tierra se asignan a las familias y a los individuos que las compo­
nen, y específicamente en la falta de representación de las mujeres en las 
estructuras colectivas de toma de decisiones. 

DERECHOS INDÍGENAS EN EL ESCENARIO INTERNACIONAL 

El Acuerdo No. 107 de la Organización Internacional del Trabajo fue el 
primer instrumento jurídico internacional desarrollado específicamente 
para salvaguardar los derechos de los pueblos indígenas y tribales. Cator­
ce gobiernos latinoamericanos y caribeños lo habían suscrito antes que 
fuera remplazado por el Acuerdo No. 169 de la OIT, en 1989. El Acuerdo 
No. 107 se basaba en una conceptualización etnocéntrica en la cual se 
consideraba que las poblaciones indígenas necesitaban integrarse a las 
sociedades nacionales (OIT 1987: 4). Es decir, el objetivo global era "redu­
cirlas a la civilización", pues se les consideraba sociedades temporales 
inferiores, destinadas a desaparecer bajo los embates de la moderniza­
ción5. En este acuerdo el rol del Estado era desempeñar un papel paterna­
lista, tendiente a proteger a estos grupos vulnerables en la transición. Las 

La versión dura del relativismo cultural también se conoce como absolutismo cultural (Howard 
1993). Con frecuencia se le distingue de la versión "débil" o no esencialista, en que la cultura se 
percibe como una fuente importante, aunque no la única, de la validez del derecho o norma 
moral ponnel ly 1984: 400). 
Entrevista con Jorge Dandler, especialista en empleo rural y pueblos indígenas, OIT, 21 de 
febrero de 1999, San José. 
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ideologías nacionales dominantes en América Latina en este período fue­
ron la modernización económica y el mestizaje racial, y los conceptos de 
integración y asimilación se ajustan a los defensores de los derechos indí­
genas tanto de derecha como de izquierda: los indígenas debían ser trans­
formados en campesinos y ciudadanos (Dandler 1996; Black 1998; Hvalkof 
1998). Sin embargo, una de las principales contribuciones del Acuerdo 
No. 107 tuvo que ver con los derechos de los indígenas a la tierra. Los 
Estados estaban obligados a reconocer y proteger "el derecho de propie­
dad, colectiva o individual, de los miembros de las poblaciones en cuestión 
sobre las tierras que dichas poblaciones han ocupado tradicionalmente" 
(artículo 11, en OIT 1987). Según Roque Roldan, experto en legislación 
indígena, este acuerdo desempeñó un papel muy importante en térmi­
nos de las normas desarrolladas en el período de las reformas agrarias de 
los años sesenta para los grupos indígenas de América Latina6. 

Uno de los principales factores que instaron a la revisión del Acuerdo 
No. 107 de la OIT fue que, desde los años cincuenta, los pueblos indígenas 
del mundo entero empezaron a conformar sus propias organizaciones 
para defender y proteger sus intereses, esfuerzo que convocó un apoyo 
internacional considerable a fines de los años setenta y en los ochenta 
(CIT 1988). Uno de los principales espacios para la participación indígena 
a nivel internacional desde 1982 ha sido el Grupo de Trabajo de las Na­
ciones Unidas sobre Poblaciones Indígenas. Este foro anual reúne a orga­
nizaciones indígenas, representantes gubernamentales, organismos 
internacionales y diversas ONG (Dandler 1996: 3-6). Gracias a sus esfuer­
zos, el Acuerdo No. 169 representa un cambio fundamental en la aproxi­
mación a los temas indígenas en diversas instancias. En vez de considerar 
a las poblaciones indígenas como sociedades temporales destinadas a 
desaparecer, presume que son sociedades permanentes. En términos de 
derechos fundamentales, a los pueblos indígenas y tribales se les otorga 
un estatus igual al de otras nacionalidades de un determinado país. Es 
por eso que el acuerdo se puede considerar un instrumento de inclusión 
y no de integración, pues se basa en el reconocimiento de la diversidad 

Director ejecutivo del Centro de Cooperación Indígena (Cecoin), Bogotá; entrevista realizada 
el 15 de septiembre de 1998. Colombia y Perú fueron unos de los países que más avanzaron 
durante este período en el reconocimiento de los derechos comunales a la tierra. En la reforma 
agraria peruana los mismos principios que regían el reconocimiento de las comunidades cam­
pesinas en la sierra se aplicaron a los pueblos indígenas amazónicos; éstos se organizaban y se les 
cedía tierra colectivamente como "comunidades nativas", una medida que, según Hvalkof 
(1998), se ajusta muy bien al objetivo global de la época, que era transformar a los indígenas en 
campesinos. En Colombia, la Ley de Reforma Agraria 135 de 1961 estipuló la adjudicación de 
tierras nacionales a grupos indígenas que poseían tierras insuficientes (OIT 1987: 52). 
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cultural. El acuerdo estipula que los pueblos indígenas y tribales deben 
disfrutar de los mismos derechos humanos y libertades fundamentales 
que los demás pueblos, sin discriminación alguna. Además, menciona 
específicamente que las disposiciones de la convención se deben aplicar, 
sin discriminar, tanto a hombres como a mujeres (artículo 3.1, en Sánchez 
1996, Anexo)7. Al mismo tiempo, la convención afirma y apoya firme­
mente los derechos tradicionales. Reconoce que para promover la efecti­
vidad plena de los derechos sociales, económicos y culturales de los 
pueblos indígenas, es preciso respetar las identidades, los usos y costum­
bres tradicionales y las instituciones indígenas (artículo 2.2b). Sin embar­
go, también deja en claro que los usos y costumbres tradicionales no pueden 
ser incompatibles con los derechos fundamentales, según se definen en 
el sistema jurídico nacional, ni con derechos humanos internacionales 
reconocidos (artículo 8.2). 

Vale la pena subrayar los siguientes puntos con respecto a los dere­
chos de los pueblos indígenas a la tierra: i) Se reconoce la relación espe­
cial de los pueblos indígenas con la tierra y el territorio que ocupan o 
utilizan, y en particular "los aspectos colectivos de esa relación" (artículo 
13.1). ii) El uso del término tierra "incluirá el concepto de territorios, lo 
que cubre la totalidad del habitat de las regiones que los pueblos interesa­
dos ocupan o utilizan de alguna otra manera" (artículo 13.2). iii) También 
se reconoce el derecho de los pueblos indígenas a la propiedad y la pose­
sión de las tierras que tradicionalmente ocupan, y en los casos pertinen­
tes el derecho a utilizar tierras que no son de ocupación exclusiva suya, 
pero a las cuales tradicionalmente han tenido acceso para actividades 
tradicionales y subsistencia (artículo 14). iv) Con respecto a la herencia, 
siguiendo las normas ya establecidas en relación con las tradiciones y 
costumbres, el acuerdo exige respeto por los procedimientos de transmi­
sión de derechos a la tierra establecidos por estos pueblos (artículo 17.1). 
v) En materia de programas de reforma agraria, debe asignarse a los pue­
blos indígenas y tribales tierras adicionales bajo los mismos términos que 
a otros grupos, cuando las que poseen resultan insuficientes (artículo 19). 

El Acuerdo No. 169 de la OIT ha sido ratificado por 19 países, incluidos 
diez de 19 países latinoamericanos, como lo muestra el cuadro 7.1. Las 
principales naciones latinoamericanas con poblaciones indígenas apre-
ciables que no lo habían hecho a comienzos de 1999 son Brasil, Chile, El 
Salvador y Venezuela. Uno de los objetivos de las numerosas actividades 
realizadas por organizaciones indígenas del hemisferio como parte de la 
conmemoración de los "500 Años de Resistencia Indígena" antes de 1992 

7 Para la traducción al inglés de las frases citadas a continuación, nos basamos en "C169 Indigenous 
and Tribal Peoples Convention, 1989", mimeo, OIT, 14 de abril de 1999. 



EN DEFENSA DE LA COMUNIDAD; LUCHAS ÉTNICAS Y DE GÉNERO 291 

fue la ratificación del Acuerdo No. 169. Como resultado de estas activida­
des y de la presión del Grupo de Trabajo de las Naciones Unidas, la ONU 
designó 1993 como el Año Internacional de los Pueblos Indígenas, 1995-
2004 como la Década Internacional de los Pueblos Indígenas del Mundo8 

y el 8 de agosto como el Día Internacional de los Pueblos Indígenas. 

CUADRO 7.1 
RATIFICACIÓN DE LA CONVENCIÓN No. 169 DE LA OIT Y POBLACIÓN INDÍGENA 
EN AMÉRICA LATINA, COMIENZOS DE LOS AÑOS NOVENTA 

País 

Argentina 
Bolivia 
Brasil 
Chile 
Colombia 
Costa Rica 
Cuba 
Rep. Dominicana 
Ecuador 
El Salvador 
Guatemala 
Honduras 
México 
Nicaragua 
Panamá 
Paraguay 
Perú 
Uruguay 
Venezuela 
América Latina 

Año de 
ratificación 

1998 
1991 
No 
No 
1991 
1993 
No 
No 
1998 
No 
1996 
1995 
1990 
No 
No 
1993 
1994 
No 
No 

Población 
indígena 

350.000 
4.900.000 

300.000 
1.000.000 

600.000 
35.000 

n.d. 
n.d. 

4.100.000 
400.000 

5.300.000 
700.000 

12.000.000 
160,000 
140.000 
100.000 

9.300.000 
4.000 

400.000 
aprox, 40 millones 

Porcentaj 
de la 

e indígena 
población total 

menos de 

1.0 
71.0 
0 2 
8.0 
2.0 
1.0 

n.d. 
n.d. 
43.0 

7.0 
66.0 
15.0 
14.0 
5.C 
6.0 
3.0 

47.0 
0.2 
2.0 

10% 

Fuentes: 
Ratificación de la Convención de la OIT: Oficina Internacional del Trabajo, Departamento de 
Normas, Ginebra, febrero de 1999; datos puestos a disposición de las autoras por Jorge Dandler, 
especialista sénior en desempleo rural y pueblos indígenas, OIT, San José. 
Población indígena y porcentaje de población total: Oficina Internacional del Trabajo, Equipo 
Técnico Multidisciplinario, "Estimación de la población indígena en América Latina", en http:/ 
www.oit.or.cr/mdtsanjo/indig/cuadro.htm, 19 de febrero de 1999, 

Como respuesta a las inquietudes de la Década de las Naciones Unidas, la Comisión Interame­
ricana de Derechos Humanos de la OEA aprobó, en 1995, un proyecto de Declaración 
Interamericana sobre los Derechos de los Pueblos Indígenas, que se basó en las disposiciones del 
Acuerdo No. 169 y las amplió. Con respecto al género, su disposición principal es la que 
garantiza a las mujeres indígenas la capacidad de "ejercer sus derechos civiles, políticos, econó­
micos, sociales y culturales sin discriminación", pero no se hace mención alguna a los derechos 
de la mujer a la tierra (artículo 6, en Sánchez 1996: 329-41). Este proyecto todavía debe ser 
aprobado por los jefes de Estado de los países miembros de la OEA. Comunicación por correo 
electrónico enviada a las autoras por Jorge Dandler, OIT, San José, 24 de abril del 2000, 

http://www.oit.or.cr/mdtsanjo/indig/cuadro.htm
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Una de las inquietudes del movimiento de mujeres es la seriedad de 
los países signatarios del Acuerdo No. 169 en cuanto a los compromisos 
que han adquirido bajo otras convenciones para abolir las numerosas for­
mas de discriminación contra las mujeres indígenas, en especial las con­
sagradas en los usos y costumbres tradicionales. Vale la pena observar 
que en el preámbulo del Acuerdo No. 169 se mencionan varios de los 
tratados internacionales que prohiben la discriminación9, pero no se men­
ciona específicamente la Convención de las Naciones Unidas sobre la 
Eliminación de todas las Formas de Discriminación contra la Mujer, de 
1979, que tiene fuerza de ley internacional vinculante desde 1981. Ade­
más, aunque el acuerdo estipula que sus disposiciones se deben aplicar 
tanto a hombres como a mujeres sin discriminación, en la sección sobre 
herencia no se hace ninguna mención explícita de los derechos de la mujer 
a la tierra, y se permite que la herencia sea determinada por los usos y 
costumbres tradicionales de las comunidades indígenas y tribales. 
Específicamente, el Acuerdo No. 169 parece ignorar la importantísima 
cláusula de la Convención sobre la Mujer de 1979 que obliga a los Estados 
signatarios a modificar o abolir todas las leyes, reglamentaciones y usos y 
costumbres existentes que discriminan contra la mujer (artículo 2f, en 
Naciones Unidas 1995: 2, énfasis nuestro), compromiso que fue reiterado 
en la Plataforma de Acción de Beijing en 1995 (párrafos 230g y 232d, en 
Naciones Unidas 1995: 116,119). 

Podría argumentarse que el Acuerdo No. 169 es compatible tanto con 
la Convención sobre la Mujer como con la Plataforma de Acción de Beijing, 
pues estipula (artículo 8.2) que los usos y costumbres tradicionales no 
pueden ser incompatibles con los derechos fundamentales según se defi­
nen éstos en el sistema jurídico nacional, ni con los derechos humanos 
internacionalmente reconocidos. Esta posición fue, según parece, la po­
sición mayoritaria en la Conferencia de Beijing, pues la Plataforma de 
Acción de 1995 respaldó explícitamente el Acuerdo No. 169 (párrafo 61c), 
haciendo un llamamiento a los países para que consideren la ratificación 
de este tratado internacional10. Sin embargo, la falta de una garantía ex-

9 Las normas precedentes que se mencionan en el preámbulo incluyen la Declaración Universal 
de los Derechos Humanos, la Convención Internacional sobre Derechos Económicos, Sociales 
y Culturales y la Convención Internacional sobre Derechos Políticos y Civiles, así como "los 
numerosos instrumentos internacionales para la prevención de la discriminación". 

10 En general, la Conferencia de Beijing de 1995 se considera una victoria de las feministas frente 
a los relativistas culturales con respecto a los derechos humanos de las mujeres, pues la Platafor­
ma de Acción adoptó explícitamente los principios claves de los derechos humanos de la mujer 
de la Declaración de Viena, y el Programa de Acción y los debates sobre si la meta era la igualdad 
entre hombres y mujeres en contraposición a la equidad se resolvieron a favor de la igualdad 
(Brems 1997: 150-2). 
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plícita de los derechos de las mujeres a la tierra sigue siendo un punto 
débil del Acuerdo No. 169, sobre todo porque, en la práctica, es muy 
difícil cambiar los usos y costumbres tradicionales discriminatorios en 
cuanto a género con respecto a los derechos a la tierra. Jorge Dandler, 
experto en derechos indígenas, admite que "probablemente existe un sesgo 
de género (en el Acuerdo No. 169). En el tema de tierras creo que no ha 
sido suficientemente explicitado el tema de los derechos de la mujer por­
que el énfasis en el convenio es el del derecho colectivo de la tierra, no de 
las comunidades sino una conceptualización más avanzada que es de los 
pueblos y de acceso a territorio"11. 

LA DEFENSA DE LA COMUNIDAD EN EL NEOLIBERALISMO: ECUADOR 

Y BOLIVIA 

Una de las principales demandas del movimiento indígena en América 
Latina ha sido el reconocimiento de los territorios indígenas. Es preciso 
diferenciar el concepto de territorio del concepto de derechos a la tierra, 
pues el primero implica el derecho a la autodeterminación y al autogo­
bierno y se relaciona con la idea de nación (Hvalkof 1998: 8). Las razones 
de esta demanda son las siguientes: "Es de vital importancia para la su­
pervivencia de los pueblos indígenas contar con un espacio físico defini­
do, espacio que lo venimos ocupando ancestral y armónicamente de 
acuerdo a nuestra cosmovisión, ya que nuestros espacios no solamente 
corresponden a la relación utilitaria y productivista, sino a una relación 
íntima y sagrada, por ello exigimos el reconocimiento de nuestros territo­
rios donde ejercemos nuestra autonomía y contamos con nuestras auto­
ridades tradicionales propias, nuestros sistemas económicos, sociales, 
políticos, legales y culturales, con el objetivo de garantizar un desarrollo 
integral y equilibrado que beneficie a nuestras sociedades" (Conaie y 
Conamie 1995: 66). El concepto de territorio según lo emplean los grupos 
indígenas latinoamericanos también incluye el derecho de controlar el 
uso del subsuelo y, de hecho, éste ha sido uno de los puntos más con-
troversiales. Casi todos los gobiernos latinoamericanos ven el reconoci­
miento territorial como una violación de la soberanía nacional, pues se 
considera que el subsuelo forma parte del patrimonio nacional12. No obs-

11 Entrevista, op. cit. 
12 Sobre la concesión de autonomía a los pueblos indígenas en materia de autogobierno -tema 

que no se tratará aquí-, véanse los ensayos en Sánchez (1996) y Van Cott (1994). Varios países, 
como Bolivia, Colombia y Ecuador, han estipulado disposiciones para el autogobierno me­
diante procesos generales de descentralización del Estado que otorgan una considerable auto­
nomía a nivel municipal. 
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tante, casi todos los gobiernos han suscrito el Acuerdo No. 169 de la OIT 
que reconoce el derecho de los pueblos indígenas a la propiedad y la 
posesión de las tierras y el territorio que ocupan. Esto se debe a que en el 
Acuerdo No. 169 no se definió el concepto de territorio, pues su inclusión 
resultaba muy controvertida. Según el comité técnico que redactó esta 
convención, "el uso del término territorio no tendrá ninguna implica­
ción con respecto a la propiedad y la soberanía nacionales" (OIT 1996:15). 

El cuadro 7.2 presenta un resumen de los principales logros y pérdi­
das del movimiento indígena en Constituciones y legislaciones agrarias 
recientes en América Latina, y revela que desde fines de los años ochenta 
se han alcanzado logros significativos con respecto al reconocimiento de 
reclamaciones de tierras indígenas históricas y de derechos de propiedad 
colectivos. Brasil es la excepción a esta tendencia, pues su Constitución 
de 1988 concede a los grupos indígenas el derecho al uso a perpetuidad 
de las tierras que han ocupado tradicionalmente, pero dichas tierras si­
guen siendo propiedad federal (Van Cott 1999). Además, casi todas las 
Constituciones reconocen que sus naciones son pluriculturales y multiétni-
cas y admiten la ley consuetudinaria, en la medida en que no contraven­
ga ninguna otra garantía constitucional o legislación nacional. Las 
excepciones son Brasil, Chile, Honduras y, en cierta medida, México13. 
Igual de heterogéneo, e incluso más controvertido en los años recientes, 
es el tema sobre si la tenencia colectiva de la tierra por grupos campesi­
nos e indígenas es inalienable, y sobre si esta modalidad de propiedad se 
puede disolver. En décadas recientes, la leyes neoliberales promulgadas 
en Chile, México, Perú y Ecuador abrieron la posibilidad de privatización 
de las tierras colectivas que antes eran inalienables. Estas leyes luego fue­
ron revertidas en Chile y en Ecuador, mientras que en Bolivia una pro­
puesta similar fue derrotada tan pronto como se planteó. 

Chile, el pionero del modelo neoliberal, fue el primer país en cambiar 
su política de reconocimiento de los derechos colectivos a la tierra de los 
pueblos indígenas, política que salvaguardó la propiedad colectiva me­
diante la prohibición de su venta. Estas políticas fueron revertidas me-

13 La composición pluricultural de la nación mexicana se reconoce en la enmienda a la Constitu­
ción de 1917, así como la obligación del Estado mexicano de promover el desarrollo de las 
lenguas, culturas y costumbres indígenas (artículo 4, en Van Cott 1999). Una enmienda pro­
puesta a la Constitución, que se derivó de los Acuerdos de Paz de San Andrés suscritos en 1996 
con el Ejército Zapatista de Liberación Nacional (EZLN), avanza mucho más a este respecto, 
pues reconoce el derecho de las comunidades indígenas a practicar la ley consuetudinaria y 
garantiza a los pueblos indígenas autonomía con respecto a sus "formas internas de vida y su 
organización social, económica, política y cultural" (ibid.). Sin embargo, el gobierno de Zedillo 
nunca presentó este proyecto de reforma a la Constitución mexicana a la legislatura para su 
aprobación. 
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diante una ley de 1979 promulgada por el régimen de Pinochet, que au­
torizaba la titulación individual de parcelas en usufructo en comunida­
des indígenas, y luego permitió la venta y la compra de estas parcelas. Se 
calcula que entre 1979 y 1987 cerca del 70 por ciento de las 2.100 comuni­
dades indígenas dividieron sus tenencias colectivas (Echenique 1996: 86). 
Aunque Chile fue el país pionero en la privatización de las tierras colecti­
vas con miras a promover la eficiencia, también en ese país la década de 
los noventa fue testigo de un resurgimiento del movimiento por los dere­
chos indígenas. Su principal logro fue la promulgación de la Ley Indíge­
na de 1993, que reivindica los derechos colectivos a la tierra. En la 
actualidad se prohibe la venta de tierras indígenas -sean de propiedad 
colectiva o individual- a personas no indígenas (Conadi 1995). 

CUADRO 7.2 

DERECHOS COLECTIVOS A LA TIERRA EN CONSTITUCIONES 

Y CÓDIGOS AGRARIOS RECIENTES 

País 

Bolivia 

Brasil 

Chi le 

C o l o m b i a 

Costa Rica 

E c u a d o r 

El Sa lvador 

G u a t e m a l a 

H o n d u r a s 

México 

N ica ragua 

Perú 

Reconocimiento 

de reclamaciones 

indígenas i 

Constitución 

1994 

1998 

N o 

1991 

N o 

1998 

N o 

1998 

N o 

1992 

1987 

1993 

i la tierra 

Código 

1996 

N o 

1994 

1994 

1992 

1995 

Reconocimiento 

de tierras indígenas 

colectivas 

Sí 

N o 

Sí (1993) 

Sí 

Sí 

Sí 

Sí 

Sí 

Sí 

Si-

Reconocimiento 

de ley 

consuetudinar ia 

Sí 

N o 

N o 

Si 

Si 

Sí 

N o 

Parcial 

Si 

Si 

Posibilidad 

de privatizar 

tierras colectivas 

No 

N o 

Sí (1979) 

N o (1993) 

N o 

Sí (1994) 

N o (1998) 

N o 

N o 

Sí 

N o 

Sí 

Fuentes: Sobre Constituciones: Van Cott (1999). Sobre códigos agrarios, véase el cuadro 5.1. 

La reforma del artículo 27 de la Constitución mexicana, sancionada 
en 1992, también se considera un retroceso en lo que concierne a los dere­
chos colectivos a la tierra. De conformidad con la reforma agraria, el Es­
tado había cedido a los ejidos derechos colectivos a la tierra a perpetuidad, 
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y ni los ejidos ni las tierras comunitarias indígenas se podían utilizar como 
garantía, vender a una persona que no formara parte del ejido o arrendarse 
a extraños. Bajo la contrarreforma, con el voto mayoritario de los miem­
bros del ejido los individuos que poseen derechos de usufructo pueden 
adquirir el título a la tierra en cuestión y luego arrendarla o venderla; ias 
parcelas se pueden vender a personas que no pertenezcan al ejido, aun­
que sólo cuando la totalidad de sus miembros decide acoger un régimen 
de propiedad privada plena. A comienzos de 1998, el 81 por ciento de los 
27.144 ejidos de México participaba en el Programa de Certificación de 
Derechos de los Ejidos (Procede), que es el primer paso hacia la privatiza­
ción total de los derechos a la tierra de los ejidos (Estadísticas 1998: s. p.). 

En el caso de Perú, aunque la contrarreforma se inició en 1980 duran­
te el gobierno de Belaúnde, las comunidades campesinas y nativas ofi­
cialmente reconocidas habían quedado exentas de la ley que permitía la 
parcelación. La Constitución de 1993 estipuló por primera vez que las 
comunidades campesinas y nativas podían disponer libremente de su 
tierra, lo cual abrió la posibilidad legal de su parcelación y venta. De acuer­
do con la Ley de Tierras de 1995, ahora estas comunidades pueden esco­
ger la modalidad de "organización empresarial" que prefieran, sin 
necesidad de pedir autorización al Estado. En la costa, con el 50 por cien­
to de los votos de los comuneros, los miembros pueden adquirir sus par­
celas a manera de propiedad privada individual. La asamblea comunitaria 
también tiene la facultad de dar, arrendar, vender o hipotecar las tierras 
comunales. Las comunidades de la sierra y de la selva tienen las mismas 
opciones que las de la costa, aunque allí estas decisiones exigen un voto 
mayoritario de dos tercios de los comuneros calificados (Del Castillo 1996). 

Ni en México ni en Perú hubo una oposición organizada fuerte a las 
leyes de tierras neoliberales, lo cual refleja el debilitamiento de las organi­
zaciones campesinas en este momento, así como la dificultad que experi­
mentan dichas organizaciones para forjar vínculos sólidos con el creciente 
movimiento indígena en diversas regiones de esos países. Por el contra­
rio, en Ecuador y Bolivia, en donde grupos de indígenas amazónicos es­
tablecieron organizaciones sólidas en los años ochenta y en donde las 
agrupaciones campesinas e indígenas amazónicas y de la sierra lograron 
constituir una única confederación o una fuerte alianza entre varias or­
ganizaciones, no sólo se derrotaron los intentos de debilitar las formas 
comunales de propiedad, sino también se fortalecieron y ampliaron los 
derechos colectivos en la legislación de tierras neoliberal. A continuación 
examinaremos estos dos casos con más detalle, y veremos por qué no 
surgió la demanda de derechos de las mujeres a la tierra, o bien ésta ter­
minó subsumida en la discusión en torno a las demandas indígenas. 
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En 1986, las dos principales organizaciones campesinas e indígenas 
de Ecuador, Ecuarunari, constituida en 1972 a partir de federaciones cam­
pesinas de la sierra, y la Confederación de Nacionalidades Indígenas de 
la Amazonia Ecuatoriana (Confeniae), conformada en 1980 a partir de 
organizaciones indígenas de la región amazónica14, se unieron para for­
mar la Confederación de Nacionalidades Indígenas del Ecuador (Conaie). 
A fines de los años ochenta, la Conaie se fue fortaleciendo mediante las 
acciones que condujeron a la conmemoración del V Centenario, en 1992, 
bajo la consigna "500 años de Resistencia Indígena". Durante el "levant i-
miento indígena de 1990", que se centró en conflictos en torno a la tierru 
y la demanda de reconocimiento de los territorios indígenas, la confede­
ración consolidó su papel como la voz legítima de la población indíge­
na15. El levantamiento comenzó con la ocupación pacífica de la iglesia 
Santo Domingo, en Quito, en mayo de ese año, seguida por un paro 
nacional; las mujeres fueron participantes muy activas del levantamiento 
(Red 1992). Las comunidades indígenas de la sierra y de la región 
amazónica cerraron los mercados y bloquearon las carreteras hasta que el 
gobierno se vio forzado a negociar. Uno de los principales puntos de ne­
gociación fue el reconocimiento legal de los territorios indígenas del 
Amazonas; otros temas fueron la solución de unos 72 conflictos específi­
cos de tierra que estaban pendientes en el lerac, el instituto de reforma 
agraria; la creación de un fondo de tierras para subsidiar las adquisicio­
nes; y la continuación de la reforma agraria (específicamente, que se ex­
propiaran los latifundios en regiones con fuerte presión demográfica). 

Según Chad Black (1998: 2), la Conaie impulsó una agenda triple de 
tierra, cultura e identidad nacional: "La posición central de los reclamos 
culturales, mediados por una concepción alternativa de nación, y el pro­
ceso organizacional que dio origen a la Conaie y a un movimiento indíge­
na nacional unificado representaron una ruptura significativa con respecto 
a los movimientos sociales tradicionales izquierdistas y populares". Más 
allá de la reforma agraria y de los intereses laborales tradicionales, la Conaie 
llevó al centro del debate el concepto de la plurinacionalidad, "yendo 
más allá del reconocimiento de la diversidad de culturas y lenguas den-

14 Sobre el desarrollo de Ecuarunari y su transformación de una organización de campesinos a 
una organización autodenominada indígena, véanse Zamosc (1994) y Black (1998). Así mismo, 
véase este último autor sobre el desarrollo de Confeniae con nueve organizaciones étnicas del 
Amazonas y sobre la evolución de sus demandas. 

15 Antes del levantamiento, se habían titulado cerca de 600.000 hectáreas en las provincias de 
Ñapo y Pastaza al pueblo huaorani. Ahora la Organización de los Pueblos Indígenas de Pastaza 
(OPIP) pide que el grueso de la provincia de Pastaza sea titulado como territorio del pueblo 
indígena que lo habita (Navarro, Vallejo y Villaverde 1996: 28-30). 
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tro de Ecuador, hasta una redefinición de la naturaleza misma de la parti­
cipación nacional-democrática" {ibid.: 22). 

Aunque el levantamiento indígena contó con el apoyo considerable 
de un amplio sector de la sociedad civil, los sociaidemócratas que habían 
negociauo con ia ^onaie peruieron ias erecciones ue i7?¿;, cuando acce­
dió al poder el gobierno neoliberal de Sixto Duran Bailen. Este gobierno 
no tardó en promulgar una legislación agraria de corte marcadamente 
liberal -que contemplaba la disolución de las comunidades indígenas- y 
este acto provocó un segundo levantamiento de campesinos y pueblos 
indígenas en junio de 1994, en el que también las mujeres desempeñaron 
un papel muy activo. Este levantamiento, que se llamó "Movilización por 
la vida", incluyó manifestaciones en las principales ciudades de la sierra 
y la ocupación de varios pozos petroleros en la región amazónica (Macas 
1995). Como explicó una de las líderes de la Conaie: "Los pueblos indíge­
nas no podíamos aceptar una ley que promovía la reconcentración de la 
tierra en las mismas manos de siempre y que hacía prohibitivo el acceso a 
las tierras a las comunidades indígenas que, sin tener a dónde extender­
nos, salimos a morirnos de hambre en las grandes ciudades... La tierra no 
se puede vender ni negociar. Un pueblo sin territorio es un pueblo muer­
to. Por lo tanto, uno de nuestros objetivos fundamentales es la defensa y 
recuperación de nuestros territorios"16. Al cabo de diez días el gobierno 
se vio forzado a negociar, porque las Cortes declararon que la ley neoliberal 
era inconstitucional por motivos procedimentales. Los principales acto­
res de las negociaciones fueron la Conaie y las diversas cámaras de agri­
cultura regionales que representaban los intereses empresariales. 

La principal victoria de la Conaie fue lograr que el Estado reconociera 
el derecho de las comunidades indígenas, afroecuatorianas y montubias 
a sus tierras ancestrales; además, estas tierras les serían adjudicadas sin 
costo alguno. Éste se considera uno de los aspectos positivos de la Ley de 
Desarrollo Agrario y es innovador en el caso de las comunidades afroecua­
torianas y montubias por cuanto, hasta ese momento, sólo a las comuni­
dades indígenas se les habían adjudicado tierras ancestrales. La Conaie 
quería que el Estado se comprometiera a reconocer territorios definidos 
como "un área geográfica o espacio natural bajo la influencia cultural y el 
control político de un pueblo" (De la Cruz 1995: 8). Ecuador es un país 
productor de petróleo y el gobierno no tenía intenciones de ceder el con­
trol sobre el uso del subsuelo. Así mismo, una cosa es reconocer territo­
rios indígenas en la selva (sobre todo en regiones donde no hay petróleo) 

16 Carmelina Porate, líder nacional de la Conaie, en el taller Mujer Indígena y Participación 
Indígena, reunión preparatoria de las ONG para Beijing, Mar del Plata, Argentina, 1994, en 
Ceimme (1995: 68-9). 
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pero otra muy distinta es reconocerlos en la sierra. El reconocimiento del 
territorio quichua en la sierra impugnaría la legitimidad misma del dere­
cho a la propiedad privada y, probablemente, el concepto mismo de Esta­
do-nación según se le define tradicionalmente. 

Entre las diversas formas de organización de la producción que reco­
noce la ley de tierras de 1994 figuran las formas comunales, en las que 
también había insistido la Conaie. Sin embargo, la ley permite que se par­
celen y se vendan si dos tercios de los miembros de la comunidad así lo 
desean; para transformar la estructura comunitaria y convertirla en otra 
forma de asociación también se requiere un voto similar. La Conaie obtuvo 
un triunfo al lograr imponer el voto mayoritario de dos tercios y no la 
mayoría simple que se proponía. Así mismo, por insistencia suya, la ley 
estipula que las tierras comunales de pastoreo en la sierra y en la selva no se 
pueden subdividir. Por otra parte, logró que se derrotaran los intentos de 
privatizar el derecho al agua en la legislación (Ecuador 1994; Macas 1995). 

En la Ley de Desarrollo Agrario no se hace ninguna mención explícita 
del género ni de los derechos de las mujeres a la tierra. La ley presume ser 
neutral con respecto al género en cuanto a los dueños de propiedad, 
"personas naturales o jurídicas", se les garantiza el derecho a trabajar la 
tierra (artículo 19). En las reglamentaciones que respaldan la ley de 1994, 
los beneficiarios se definen como "campesinos, indígenas, montubios, 
afroecuatorianos y agricultores en general y empresarios agrícolas" (ar­
tículo 1). La única mención explícita de las mujeres se encuentra en las 
reglamentaciones en la sección de capacitación, en donde se estipula que 
"la capacitación debe tener en cuenta la participación de las mujeres en la 
agricultura y debe incorporarlas activamente en los programas respecti­
vos" (artículo 3). El hecho de que la etnicidad y la raza se mencionaran 
explícitamente en la ley y en sus reglamentaciones, pero que el género no 
mereciera un tratamiento paralelo se debe a que en todo el debate en 
torno a la Ley de Desarrollo Agrario el derecho de las mujeres a la tierra 
nunca fue tema de discusión. La principal demanda de la Conaie se cen­
tró en asegurar el reconocimiento gubernamental de los territorios indí­
genas y en garantizar el derecho a tierras de propiedad colectiva; en la 
siguiente sección se examinan los motivos por los cuales la Conaie no 
prestó atención a los temas de género. Otra de las razones por las que no 
figuró el tema de género en las discusiones en torno a la ley de 1994 fue 
que los derechos a la tierra no eran una de las preocupaciones centrales 
de Dinamo, la oficina nacional de la mujer, pues su prioridad en ese mo­
mento era la promulgación de una ley contra la violencia doméstica17. 

17 Entrevista con Rocío Rosero, investigadora de Dinamo, 25 de julio de 1997, Quito. 
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Además, ese año, como parte del esfuerzo del presidente Sixto Duran 
para reducir el tamaño del Estado se eliminó el Departamento de Muje­
res Campesinas del Ministerio de Agricultura, por lo cual tampoco se 
ejerció mucha presión en el ministerio18. 

La omisión del tema de género en la Ley de Desarrollo Agrario se 
corrigió parcialmente en la Constitución de 1998, que estipula que "el 
Estado garantizará la igualdad de derechos y oportunidades de mujeres 
y hombres en el acceso a los recursos para la producción y en la toma de 
decisiones económicas para el manejo de la sociedad conyugal y la pro­
piedad" (artículo 34, en Ecuador 1998). Esta medida fue, en gran parte, 
resultado de los esfuerzos realizados por Conamu, la nueva oficina na­
cional de la mujer, cuyo estatus se había elevado recientemente y que 
emprendió un vigoroso esfuerzo de cabildeo para introducir el tema de 
género en la Constitución. Además, la Conaie siguió ejerciendo presión a 
favor de la inalienabilidad e indivisibilidad de la propiedad colectiva en 
los debates realizados en torno a la reforma constitucional y logró garan­
tizarlas en la Constitución de 1998 (artículo 84, ibid.); así mismo, consi­
guió que Ecuador ratificara el Acuerdo No. 169 de la OIT. Por otra parte, 
Ecuador fue oficialmente reconocido en la Constitución como un Estado 
pluricultural y multiétnico, aunque no como un Estado plurinacional, 
como quería la Conaie19. 

También en Bolivia, las organizaciones campesinas e indígenas de­
sempeñaron un papel crucial en el empeño por incorporar la discusión 
en torno a una nueva reforma agraria en la agenda nacional. La Confede­
ración Sindical Única de Trabajadores Campesinos de Bolivia (Csutcb), 
que lideró este esfuerzo, se había caracterizado hasta los años setenta por 
sus demandas tradicionales clasistas; en los años ochenta, sin embargo, la 
Csutcb estuvo muy marcada por la influencia del movimiento indigenista 
katarista, que privilegiaba la identidad étnica. Así mismo, a comienzo de 
la década de los ochenta se consolidaron varias organizaciones regionales 
que también privilegiaban la identidad étnica: la Central Indígena del 
Oriente de Bolivia, la Central de Pueblos Indígenas del Beni y la Asam­
blea del Pueblo Guaraní. La principal demanda de estos grupos -sobre 
todo después de unirse para constituir la Confederación Indígena del 

18 Esta oficina se reconstituyó como la División de la Mujer y la Juventud en 1996, cuando la 
primera dama asistió a la Conferencia de Beijing y regresó convencida de que debía prestarse 
atención prioritaria a las mujeres rurales. Entrevista con Dolores Casco, directora de la Oficina 
de Desarrollo Campesino del Ministerio de Agricultura y Ganadería, 23 de julio de 1997, Quito. 

19 Véase Andolina (1998) sobre el proceso que condujo a la Asamblea Constituyente de 1998 y el 
papel desempeñado por la Conaie en el fortalecimiento de los derechos indígenas en la nueva 
Constitución. 
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Oriente, Cacho y Amazonia, Cidob, en 1982- fue el reconocimiento de 
los territorios que tradicionalmente habían ocupado. Sin embargo, a dife­
rencia de lo sucedido en Ecuador, en el momento de la discusión en tor­
no al nuevo código agrario, las organizaciones de la sierra y de la selva no 
se habían fusionado estructuralmente para conformar una confederación 
indígena unificada. 

Con la restauración de la democracia en 1982, la Csutcb propuso una 
nueva ley de reforma agraria con base en el principio de la tierra para 
quienes la trabajan directamente y en el fortalecimiento de la propiedad 
comunal, en tanto que los otros grupos indígenas comenzaron a presio­
nar por el reconocimiento de su derecho al territorio que ocupaban tradi­
cionalmente. El año siguiente hubo grandes movilizaciones campesinas 
que presionaron por una nueva reforma agraria y se designó una comi­
sión presidencial para estudiar la propuesta de la Csutcb (Urioste 1992: 
137-41). Luego, en 1985, Víctor Paz Estensoro accedió a la presidencia y, 
en el contexto del ajuste estructural, las ideas neoliberales comenzaron a 
ganar favor en los círculos gubernamentales. Se debatió la necesidad de 
promulgar una nueva ley agraria, pero se trataba de una muy distinta de 
la que contemplaba la Csutcb, pues sus intereses centrales eran convertir 
la tierra en una mercancía -susceptible de ser comprada y vendida sin 
impedimento alguno- y gravar la propiedad rural. Ambas ideas enfren­
taron una fuerte oposición por parte del campesinado. Las tierras cam­
pesinas habían estado exentas de impuestos desde 1953; además, el intento 
de eliminar la inalienabilidad y la inembargabilidad de las tierras comu­
nales y las propiedades campesinas fue acogido con gran hostilidad20. 

El tema de la tierra estalló en los años noventa cuando se realizó la 
primera marcha indígena, la "Marcha Indígena por el Territorio y la Dig­
nidad", de 40 días de duración, desde Trinidad hasta La Paz, en el contex­
to de los preparativos hemisféricos para conmemorar los 500 Años de 
Resistencia Indígena21. Hasta ese momento, el Estado boliviano no había 
reconocido los derechos de los pueblos y comunidades indígenas a su 
territorio originario y esto se convirtió en la demanda principal de la Cidob, 
la asociación de pueblos indígenas que cada día cobraba más fuerza. Sus 
otras demandas se referían al respeto por los usos y costumbres tradicio­
nales y a la necesidad de una educación bilingüe e intercultural. Como 
respuesta, el gobierno de Jaime Paz Zamora se vio forzado a expedir cua­
tro decretos supremos en septiembre de 1990, en los que se reconocían 
los principales pueblos indígenas de la región amazónica y su derecho a 

20 Entrevista con Miguel Urioste, director de Tierra, 10 de julio de 1997, La Paz. 
21 Entrevista con Paulino Guarachi, Subsecretaría de Desarrollo Rural, 15 de julio de 1997, La Paz. 

Guarachi había sido secretario general de la Csutcb. 
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sus tierras originarias. En 1991, el gobierno ratificó el Acuerdo No. 169 de 
la OIT. No obstante, se negó a reconocer estas tierras como territorios 
indígenas y las denominó "tierra comunal originaria", reservándose el 
derecho a disponer del subsuelo. Además, transcurrieron varios años antes 
que el gobierno desarrollara las reglamentaciones requeridas para imple­
mentar los decretos (Ruiz 1993: 20). 

En 1992 se realizó otra marcha indígena importante desde las tierras 
bajas hasta La Paz. Como respuesta, el gobierno expidió ocho decretos 
supremos que reconocían las tierras ancestrales de varios otros grupos 
indígenas (Muñoz y Lavadenz 1997: 6). La reforma constitucional de 1994 
también mencionó explícitamente el derecho de todos los pueblos indí­
genas a sus tierras comunales originarias y el carácter inalienable de la 
propiedad colectiva (artículo 171), y reconoció a Bolivia como un Estado 
multiétnico y pluricultural (artículo 1). Durante este período hubo acu­
saciones graves de corrupción en las dos instituciones encargadas de la 
reforma agraria y la colonización, el Consejo Nacional de Reforma Agra­
ria (CNRA) y el Instituto Nacional de Colonización (INC). En vista de tan­
tos problemas y posiciones encontradas, el gobierno de Jaime Paz Zamora 
intervino ambas instituciones a fines de 1992. La Interventora Nacional, 
como se le conoció, debía redactar una nueva ley que rigiera los derechos 
a la tierra y la redistribución de la misma, solucionar el enredo de las 
reclamaciones coincidentes y reorganizar el instituto de reforma agraria. 
Mientras tanto, se impuso una moratoria a la titulación o adjudicación de 
parcelas. 

El nuevo proyecto de ley agraria se desarrolló en el contexto de un 
gran debate nacional en el que participaron campesinos, indígenas, agricul­
tores medianos y grandes, los partidos políticos y las demás instancias de 
la sociedad civil. Aunque se reconoció la necesidad de llegar a un consen­
so, era muy difícil lograrlo. Cuando la ley estaba próxima a ser discutida 
en el Congreso nacional, en agosto de 1996, hubo otra marcha masiva de 
campesinos e indígenas, la "Marcha por Tierras y Territorio", en la que se 
destacó una alta participación de mujeres campesinas (Ybarnegaray 1997: 
32). El tema prioritario para los grupos indígenas del oriente de Bolivia 
era la titulación de territorios, con derechos plenos sobre el subsuelo, y 
no simplemente la titulación de su tierra comunal originaria. Los grupos 
campesinos (aymará y quechua) siguieron presionando para que la tierra 
perteneciera a quienes la trabajaban directamente22. 

22 Entrevista con Julia Ramos Sánchez, secretaria ejecutiva, y Emiliana Sarcido, secretaria general, 
Federación Nacional de Mujeres Campesinas de Bolivia 'Bartolina Sisa', 15 de julio de 1997, La 
Paz. 
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Hasta el último minuto, la perspectiva de género brilló extrañamente 
por su ausencia en este debate nacional en torno a la tierra. Ninguna de 
las asociaciones de mujeres rurales planteó el tema de género y derechos 
a la tierra. Esto resulta un tanto sorprendente si se tiene en cuenta el nivel 
de organización de las mujeres campesinas en el último decenio, así como 
la alta visibilidad de la mujer rural en las diversas marchas campesinas e 
indígenas hacia La Paz (se dice que por lo menos la mitad de los partici­
pantes eran mujeres). Sin embargo, la demanda central de estas 
movilizaciones ha sido el acceso a territorios indígenas y la titulación de 
los mismos, o el acceso comunal a la tierra. Los usos y costumbres tradi­
cionales que regirían la redistribución interna de la tierra no se discutie­
ron. El tema principal planteado por las mujeres en estas movilizaciones 
nacionales fue el acceso a la atención médica y la educación23. 

La organización no gubernamental Tierra fue en gran parte la encar­
gada de asegurar que hubiera por lo menos un mínimo reconocimiento 
de los temas de género en la legislación propuesta24. Tierra y la Subsecre­
taría para Temas de Género del Ministerio de Desarrollo Humano organi­
zaron un taller sobre este tópico y, después. Tierra comisionó un informe 
de consultoría. Este informe (Camacho 1996) fue la base de las discusio­
nes realizadas entre la Subsecretaría y la Interventora Nacional y también 
el fundamento de los talleres que luego se realizaron con mujeres congre­
sistas y otros participantes para llegar a un consenso sobre cómo introdu­
cir temas de género en la legislación. El informe de consultoría señaló 
que la ratificación boliviana, en 1989, de la Convención de las Naciones 
Unidas sobre la Eliminación de todas las Formas de Discriminación con 
la Mujer fue la base para diversas acciones afirmativas relacionadas con el 
acceso de las mujeres a la tierra: "El objetivo del artículo 5 de la Ley 1100 
(que ratifica la Convención) es modificar los patrones socioculturales de 
conducta de hombres y mujeres, con miras a alcanzar la eliminación de 
los prejuicios y las prácticas consuetudinarias... que estén basadas en... 
nociones estereotipadas de cualquiera de los sexos, y que el artículo 14 de 
la Convención dispone que las mujeres reciban un trato igual en los pla­
nes de reforma agraria y asentamiento" (Camacho 1996: 1-2). La principal 
recomendación de este informe -que se incorporó a la ley- fue que se 
mencionara explícitamente la equidad de género, con independencia del 
estado civil de la mujer, en la distribución, administración, tenencia y uso 

23 Discusión generada durante el Seminario sobre Mujeres Rurales y Tenencia de la Tierra, organi­
zada para las autoras por Cedía, Cidem y Consultores rym 'ac', 11 de julio de 1997, La Paz. 

24 Según la directora de Asuntos Legales de la Subsecretaría de Asuntos de Género, la iniciativa 
provino del diputado Miguel Urioste, especialista en temas agrarios y fundador de Tierra. 
Según se informa, le dijo a la Subsecretaría: "Hagan algo; la ley está a punto de ser aprobada y 
no tiene ningún contenido de género". Entrevista realizada el 14 de julio de 1997, La Paz. 
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de la tierra. El informe de consultoría también recomendó que se creara 
una Oficina para la Integración de la Mujer como parte del INRA, cuyos 
representantes serían miembros con derecho a voto de la Comisión Na­
cional Agraria encargada de supervisar la implementación de la ley; tam­
bién se recomendó una representación similar en ios organismos 
departamentales. El informe hizo énfasis en la necesidad de efectuar cam­
bios en el lenguaje en varias partes de la ley, de modo que se mencionara 
explícitamente a hombres y mujeres. Así mismo, recomendó que las mu­
jeres estuvieran exentas de la expropiación (Camacho 1996). Ninguna de 
estas últimas recomendaciones se adoptó. 

Según Isabel Lavadenz, entonces directora del INRA, cuando se reali­
zaron este informe de consultoría y los talleres subsiguientes, ya el proce­
so iba demasiado avanzado y no permitía la introducción de grandes 
modificaciones en la ley propuesta. La Coordinadora de la Mujer -una 
red feminista que había desempeñado un papel crucial varios años antes 
al llamar la atención del Ministerio de Agricultura hacia los temas de gé­
nero- también intervino muy tarde en el proceso25. Según otra partici­
pante en el proceso, "el tema de los derechos de la mujer llegó cuando el 
proyecto de ley ya empezó a defenderse en el Parlamento. Mientras tan­
to, no fue un tema fundamental. Había temas más generales orientados a 
los problemas de los grandes sectores campesinos, de los empresarios"26. 
Sin embargo, hubo consenso en cuanto a que debía introducirse un pá­
rrafo sobre equidad de género en la ley, y el Congreso lo aprobó sin ma­
yor discusión o disenso27. 

Los principales logros de los movimientos indígenas de Bolivia y Ecua­
dor se relacionan con el reconocimiento de reclamaciones históricas de 
tierras en la región amazónica, aunque ninguno de los movimientos con­
siguió que éstas se reconocieran como territorios indígenas. Lo interesan-

25 Carta de Jocelyn Olmos, Coordinadora de la Mujer, a Isabel Lavadenz, Interventora Nacional 
de CNRA, 3 de julio de 1996, La Paz; y carta de Isabel Lavadenz, Interventora Nacional, a Jocelyn 
Olmos, 11 de julio de 1996, La Paz. Archivos de la Coordinadora de la Mujer. 

26 Entrevista con Roxana Ibarnegaray, investigadora de Conalse, Ministerio de Agricultura, 11 de 
julio de 1997, La Paz. 

27 La directora del INRA consideró que varias de las otras recomendaciones del informe de consultoría, 
como la adopción de un lenguaje neutro con respecto al género, podrían incluirse en las 
reglamentaciones que acompañarían la ley. Sin embargo, en las reglamentaciones subsiguientes 
no se agregó ningún contenido adicional específico sobre género (INRA 1997). En retrospectiva, 
Isabel Lavadenz considera que "habría sido interesante analizar el tema de la titulación conjun­
ta de las propiedades pequeñas y la parcela familiar... Tal vez no se requiera en el caso de las 
uniones formales o las uniones consensúales, pues si el campesino es dueño de la tierra, la tierra 
se considera un ganancial (utilidad que se divide entre ambos miembros de la pareja en caso de 
separación). Pero soy consciente de que es preciso declarar explícitamente ciertos valores cultu­
rales". Entrevista realizada el 14 de julio de 1997, La Paz. 
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te es que, si bien hubo una mayor unidad entre las organizaciones de la 
sierra y de la selva en Ecuador que en Bolivia -puesto que se conformó 
una organización conjunta, la Conaie, y no una alianza-, las ganancias 
potenciales que derivó el movimiento campesino e indígena de la nueva 
legislación fueron mucho mayores en Bolivia. En Ecuador, la Conaie bási­
camente tuvo que emprender una campaña defensiva para impedir el 
desmembramiento de las comunidades de la sierra andina. Aunque éste 
también fue un tema en Bolivia, en este país hubo un consenso mucho 
más sólido en torno al mantenimiento de la propiedad colectiva y la con­
tinuación del proceso de reforma agraria. Además, en Bolivia, en las tie­
rras que podían ser expropiadas por el Estado o en la distribución gratuita 
de los terrenos públicos se debe asignar prioridad a la adjudicación colec­
tiva de la tierra a comunidades indígenas o campesinas que no tengan 
tierra suficiente. Para fines prácticos, en Ecuador el Estado ya no expro­
pia tierras. En lo que respecta al género, la ley de tierras de Bolivia es más 
favorable que la de Ecuador, pues estipula explícitamente que las mujeres 
tienen derecho a la tierra independientemente de su estado civil y que en 
la distribución de la tierra se deben aplicar criterios de equidad de géne­
ro. Sin embargo, esta disposición no respondió a una demanda de las 
mujeres indígenas y campesinas organizadas, sino más bien a la presión 
del movimiento de mujeres urbanas y sus aliadas en el Estado. 

MUJERES INDÍGENAS ORGANIZADAS, DEFENSA DE LA TIERRA COLECTIVA 

Y USOS Y COSTUMBRES TRADICIONALES 

Aunque las mujeres fueron participantes visibles de las protestas indíge­
nas de los años noventa en Ecuador y Bolivia, en las negociaciones en 
torno a la promulgación de los nuevos códigos agrarios de estos dos paí­
ses, ni las organizaciones campesinas e indígenas nacionales ni las líderes 
indígenas plantearon como tema el género y los derechos a la tierra. Se­
gún Nina Pacari, dirigente nacional de la Conaie, todo el tema de género 
y derechos a la tierra es irrelevante, pues "los pueblos indígenas no han 
planteado la demanda individual (de la tierra); siempre ha sido colectiva, 
desde las perspectivas de la comunidad" (en Torres 1995: 79). El tema 
parece irrelevante porque la preservación misma de las comunidades in­
dígenas -su identidad en cuanto pueblos indígenas- se basa en el acceso 
comunal a la tierra. Se cree que el hecho de cuestionar cómo se va a 
distribuir esa tierra comunal después -mediante qué reglas se va a asig­
nar a las familias y a los hombres y mujeres que las componen, y quién va 
a participar en la determinación de esas reglas- divide a la comunidad y 
constituye una amenaza contra la unidad indígena. Se argumenta que los 
temas de clase y etnicidad -temas que unen a campesinos e indígenas-
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deben ser prioritarios, porque ha sido en cuanto tales que los hombres y 
mujeres de Ecuador han sido explotados a lo largo de los siglos. 

Blanca Chancoso (s. £: 22), quien fuera secretaria general de Ecuarunari 
en los años ochenta, explica la posición de las organizaciones de mujeres 
indígenas de la siguiente manera: "...la mujer indígena no tiene una rei­
vindicación propia como mujer, no estamos separadas del pueblo. Nues­
tro pueblo indígena está doblemente explotado, doblemente discriminado 
y junto con ellos tenemos esa misma discriminación". La posición de las 
organizaciones campesinas e indígenas mixtas, compartida por casi todas 
sus integrantes mujeres, se puede sintetizar de la siguiente manera: "El 
incorporar los criterios de equidad de género en la discusión sobre tierra, 
agua y acceso a los recursos no es un problema de los pueblos indígenas. 
Es un problema de las mujeres de clase media. No es relevante para noso­
tros. Queremos luchar y pelear por los problemas de los pueblos como 
un todo"28. Aquí se deben distinguir dos temas: el tema de clase y la des­
confianza que despiertan en las líderes indígenas las demandas feminis­
tas, y las razones por las cuales las demandas colectivas revisten tanta 
importancia para las mujeres indígenas. Con respecto al primer tema, el 
principal punto de intersección de las mujeres indígenas y de clase me­
dia ha sido la esfera del hogar, en donde las primeras son empleadas como 
trabajadoras domésticas y explotadas por las segundas. Se piensa que al 
movimiento de mujeres sólo le interesan los asuntos mestizos, y que ig­
nora temas tan vitales para la mujer indígena como la perpetuación de la 
pobreza y la discriminación. Además, las líderes indígenas consideran 
que algunas demandas feministas, como los derechos reproductivos, son 
un llamado al etnocidio (Minaar 1998: 71). 

Las líderes indígenas señalan que su interés primordial es la defensa 
de la comunidad, la cual, a su vez, se basa en la defensa del acceso colec­
tivo a la tierra, pues este factor es el que da cohesión y significado a la 
identidad indígena. Por consiguiente, una de las principales demandas 
en el Foro de Mujeres Indígenas de 1994, que precedió el debate en torno 
a la Ley Agraria de Ecuador, fue: "Pidan a nuestros dirigentes de los cabil­
dos, de las provincias, regiones y nacionalmente que las tierras comuna­
les no sean divididas ni vendidas, son para el beneficio de todos y fueron 
adquiridas con mucho sacrificio. Que sean mantenidas comunalmente, 
para la familia. Los compañeros tienen que asumir responsabilidad por el 
cuidado de la tierra y la mujer, porque dividir la tierra es lo mismo que 
desmembrar a una mujer" (Conaie 1994: 41). 

28 Síntesis de la discusión sobre este tema por las participantes no indígenas en el Seminario sobre 
Derechos de las Mujeres a la Tierra, organizado para las autoras por Cepam, 24 de julio de 1997, 
Quito. 
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La defensa de la tierra {la tierra madre) se equipara con la defensa de 
las mujeres, pues se considera que la mujer se identifica más estrecha­
mente con la naturaleza y la cultura. A su vez, la defensa de la cultura se 
basa en la invocación de una cultura mítica y ancestral en donde las mu­
jeres eran veneradas como fuente de vida, junto con la tierra. Esto es 
muy evidente en el siguiente testimonio: "La tierra y la mujer son una y 
la misma madre, ambas producen, dan vida, nos alimentan y nos visten. 
Decimos que son una y la misma madre porque para nosotras, las muje­
res indígenas, la tierra es lo que nos da vida, produce nuestros alimentos. 
Nosotras las mujeres somos parecidas a la tierra, pues damos vida, somos 
las reproductoras. Como la tierra es nuestra madre, no puede ser dividida, 
sería como dividir a nuestra madre" (Conaie 1994: 38). Esta analogía entre 
la mujer y la tierra, o identificación de la mujer con la naturaleza, significa 
que las mujeres tienen deberes muy específicos relacionados con la biolo­
gía. Así como la tierra nutre y reproduce la vida, el papel de la mujer 
indígena se define en términos de la reproducción física y cultural, lo 
cual, a nuestro parecer, limita su desarrollo humano (Minnaar 1998: 75-6). 

Si bien la Conaie está conformada por representantes de diversas cul­
turas indígenas -desde los pueblos mayoritarios quichua de la sierra y los 
de seja de la selva hasta los grupos tribales heterogéneos de la cuenca 
amazónica-, el tema de la relación entre la mujer y la tierra y la importan­
cia crucial que tienen tanto la tierra como la mujer en la reproducción de 
la cultura indígena suele generalizarse como la "esencia" misma de dicha 
cultura. En el discurso indigenista andino, esta cultura mítica ancestral 
se basaba en la complementariedad de los roles masculino y femenino29. 
La base de la complementariedad era la supuesta igualdad entre hombres 
y mujeres, aunada al rol esencial que unos y otras desempeñaban en el 
proceso de producción y reproducción. Cada género derivaba su autori­
dad de estos roles complementarios y cada uno participaba en la toma de 
decisiones (Perrin y Perruchon 1997). En este análisis, el colonialismo y/o 
el capitalismo fueron los responsables de introducir la desigualdad de 
género: "Antes, en nuestra cultura y cuando nuestra sociedad era libre, 
las mujeres y los hombres aymarás teníamos los mismos derechos. La 
mujer tenía autoridad... el sistema actual trata de imponer 'el hombre 

29 Billie Jean Isbell (1978: 11) define la noción de complementariedad en términos de la relación de 
una entidad con otra entidad; "La complementariedad sexual es quizás el concepto más 
utilizado para clasificar los fenómenos cosmológicos y naturales. También simboliza el proceso 
de regeneración. Los fenómenos se conceptualizan como masculinos y femeninos e interactúan 
unos con otros de una manera dialéctica para formar nuevas síntesis, como nuevos ciclos de 
tiempo y nuevas generaciones de personas, plantas y animales". Isbell llama a esta dialéctica el 
concepto de "la otra mitad esencial". 
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superior a la mujer'. En el sistema tradicional, nuestros hombres y muje­
res participaban y decidían. Este sistema está atacado desde hace más de 
cuatro siglos, nuestro objetivo es defenderlo y luchar por él" (ISIS Inter­
national 1987: 45). 

Como señala Renée Minnaar (1998: 74), "el hecho de que en la cosmo­
visión de los pueblos andinos el universo se divide en una mitad mascu­
lina y otra femenina, es insuficiente para deducir de ahí la existencia de 
relaciones de género igualitarias". Observa que la complementariedad se 
basaba en la simetría, y no en la igualdad, y que la simetría mantiene 
diferencias de género y relaciones de género jerárquicas. 

Que esta cultura mítica ancestral haya existido o no, está más allá del 
alcance de este trabajo; lo que interesa es determinar cómo, dentro de 
este discurso, se puede lograr la igualdad de género. Según una dirigente 
indígena de Bolivia: "Una vez que lleguemos a romper las estructuras 
coloniales, podemos vivir la complementariedad... En esta sociedad en 
que vivimos, colonialista y patriarcal, es imposible pedir al hombre que 
sea solidario con la mujer, es imposible pedir a una mujer con mentalidad 
machista, patriarcal y colonial que sea solidaria con otra mujer indígena 
más pobre, hay que romper con esto"30. En otras palabras, como el 
patriarcado es una importación europea y los hombres y las mujeres se 
complementan en la división del trabajo, no existe necesidad alguna de 
demandas específicamente relacionadas con el género en las luchas ac­
tuales31. La clase y la solidaridad étnica deben tener prioridad, porque lo 
que se necesita en el contexto actual es acceso colectivo a la tierra y auto­
nomía para las comunidades indígenas, de tal manera que puedan recu­
perar eventualmente sus costumbres del pasado, un pasado en el cual la 
complementariedad en la división del trabajo por género era sinónimo 
de la igualdad entre los sexos, y no de la desigualdad actual. Ésta es una 
de las razones por las cuales el crecimiento del movimiento indígena y la 
participación cada vez mayor de las mujeres en él no han llevado a un 
cuestionamiento automático del papel que desempeña la mujer en la so­
ciedad indígena. Más bien, la participación de las mujeres es una conse­
cuencia de la necesidad de fortalecer las organizaciones indígenas, pues 
son actoras claves (como reproductoras de la vida y la cultura) en la resis­
tencia de los pueblos indígenas a la asimilación de la cultura dominante 
(Prieto 1998: 15-6; Moya 1987). 

En un estudio detallado sobre líderes indígenas mujeres que se reali­
zó en Ecuador, se plantea que una de las razones por las cuales estas 

30 Entrevista con Clara Flores, diputada y líder indígena, 12 de julio de 1997, La Paz. 
31 Entrevista con la investigadora Gloria Ardaya, 13 de julio de 1997, La Paz. 
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líderes promueven el discurso según el cual "en la complementariedad 
hay igualdad" es que "la misma revalorización de lo propio, de lo tradi­
cional, operada para recuperar los valores, los conocimientos y la identi­
dad de los pueblos indígenas está siendo utilizada para revalorizar a las 
mujeres" (Cervone 1998: 185). Según Emma Cervone, las líderes indíge­
nas tienen que defender dos espacios de modo simultáneo: en primer 
lugar, el espacio étnico para la defensa de la diferencia y la igualdad de 
derechos ante la sociedad blanca/mestiza; y en segundo lugar, su espacio 
como mujeres líderes dentro del movimiento indígena, un espacio en el 
cual deben estar validadas por los líderes indígenas varones. Cervone 
argumenta, por consiguiente, que la ideología de la igualdad, "que resal­
ta lo femenino en el orden simbólico del sistema de valores", debe consi­
derarse como una estrategia por parte de las líderes para defender su 
espacio como mujeres {ibid.: 186). Sin embargo, esta posición entraña va­
rias contradicciones, como reconoce Cervone, entre ellas el hecho de que 
la revaluación de la posición de las mujeres está teniendo lugar a un nivel 
más simbólico que político. Como señala Minnaar (1998: 78), la valora­
ción de la mujer asociada con su vínculo a la naturaleza y la cultura "no 
garantiza más poder de decisión en la distribución del trabajo, en el acce­
so automático a recursos y el asunto de toma de decisión pública"; más 
bien, sirve para excluir a las mujeres de esferas distintas de la reproductiva. 

Además, el discurso de la igualdad de género muchas veces entra en 
conflicto con la experiencia vivida por las mujeres indígenas, sobre todo 
en lo que respecta a temas como la violencia doméstica, y Cervone ad­
vierte que esto podría producir una ruptura entre el liderazgo femenino 
en los niveles nacional y local en torno a temas de desigualdad {ibid.: 186-
7). Tanto en Bolivia como en Ecuador, en los últimos dos decenios prolife-
raron las organizaciones de mujeres a nivel local, pero la participación en 
grupos compuestos exclusivamente por mujeres no ha redundado fácil­
mente en la mayor participación de la mujer en instituciones locales do­
minadas por los hombres. En Ecuador, la modalidad principal de 
organización local en la sierra han sido las comunas, asociadas con el 
acceso colectivo a la tierra y al gobierno local. Por ley, la participación en 
las comunas está abierta a todos los hombres y mujeres mayores de 18 
años; sin embargo, en la práctica, las familias están representadas por el 
jefe de hogar varón. Según un cálculo, a mediados de los años ochenta 
menos del diez por ciento de los miembros eran mujeres, y la mayor 
parte de éstas eran viudas o abandonadas (FIDA 1989:166). El liderazgo de 
las comunas ha sido tradicionalmente masculino, y aunque en los últi­
mos años parece haber aumentado el número de mujeres en cargos diri­
gentes, se calcula que representan menos del uno por ciento de los líderes 
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elegido en las organizaciones mixtas de nivel de base32. En la sierra boli­
viana, la modalidad principal de gobierno a escala local se ha dado a tra­
vés de la estructura del sindicato agrario, en donde la representación 
corresponde a un solo miembro por familia, que también en este caso 
suele tratarse del jefe de hogar varón (Sostres y Carafa 1992; Paulson 1996)33. 
A semejanza de lo que ocurre en Ecuador, aunque las mujeres indígenas 
están participando cada vez más en grupos de sólo mujeres, esto no ha 
llevado automáticamente a una representación creciente en estructuras 
tradicionales de gobierno y poder dentro de sus comunidades, aunque 
en los últimos años sí ha aumentado su participación en éstas. 

Algunas líderes indígenas señalan que la falta de participación de la 
mujer en las estructuras de toma de decisiones en la comunidad no es 
problema porque el voto del jefe de hogar varón no es individual, sino 
más bien un voto colectivo que representa los intereses de la familia (Pacari 
1998: 64). Sin embargo, existe muy poca evidencia que respalde esta afir­
mación34. Además, los temas que plantean las mujeres indígenas en sus 
propias organizaciones locales y en las reuniones femeninas difieren 
mucho de las que se discuten en las reuniones de las asociaciones mixtas, 
como son los asuntos de la violencia doméstica o la falta de derechos de la 
mujer a la tierra. Por ejemplo, en las actividades preparatorias de las ONG 
en Bolivia para la Conferencia de Beijing de 1995, los derechos de la mu­
jer a la tierra se plantearon como problema en tres de las reuniones regio­
nales de mujeres campesinas e indígenas, de la siguiente manera: 

- Los sindicatos agrarios prefieren a los hombres a la hora de conceder 
tierras y otorgar derechos de propiedad de la misma. Las mujeres no 

32 Entrevista con Dolores Casco, directora de la Dirección de Desarrollo Campesino del Ministerio 
de Agricultura y Ganadería, 23 de julio de 1997, Quito. El cálculo lo hizo Julia Almeida, de esa 
misma entidad, con base en una revisión de los datos sobre comités ejecutivos suministrados a! 
ministerio por 2.253 comunas, 1.985 cooperativas y 1.382 organizaciones de nivel de base. Sin 
embargo, estos datos no están desagregados por género, de modo que la estimación se basa en 
la deducción del sexo según el nombre. 

33 En las cuatro comunidades mizque estudiadas por Susan Paulson (1996: 138), las mujeres 
representaban el 17 por ciento de los miembros de los sindicatos, en gran medida porque eran 
viudas o separadas. Sin embargo, algunas de las mujeres que representaban a sus hogares lo 
hacían porque eran las dueñas o administradores del patrimonio familiar, lo que ilustra la 
importancia potencial que reviste la propiedad de tierra por parte de la mujer en cuanto a los 
cambios que produce en su posición de negociación y su representación política. 

34 La única evidencia convincente de toma conjunta de decisiones en el hogar en la mayor parte 
de las esferas se encuentra en el estudio de caso de la sierra central ecuatoriana realizado por 
Sarah Hamilton (1998). De lo contrario, la literatura tiende a mostrar que en la mayor parte de 
las comunidades campesinas e indígenas de los Andes predomina la desigualdad de género, 
como se aprecia en los patrones de herencia, la tenencia de la tierra, la estructura de poder y 
representación y la vida cotidiana. 
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contamos con tierras propias, en muchos casos si muere el marido las 
tierras son revertidas. Los padres dan más preferencia a los hijos va­
rones, discriminando a las mujeres. 

- Entre algunas propuestas para superar nuestra situación, se encuen­
tran las siguientes: acceso a la educación para las mujeres en los dife­
rentes niveles; capacitación técnica y créditos; derecho a la propiedad 
de la tierra. 

- Las mujeres tenemos derecho a las tierras y queremos que éstas sean 
legalizadas pues nosotras las trabajamos: la tierra es de quien la tra­
baja. 

- Las familias son dueñas de las tierras, pero no tenemos títulos 
ejecutoriales. Sin embargo, nosotras las mujeres sufrimos, porque no 
tenemos derecho a la tierra propia, donde cultivar nuestra agricultu­
ra que representa la solvencia económica necesaria para vivir (Salgue­
ro 1995: 23, 25, 28, 35). 

Los problemas relacionados con la falta de acceso legal de las mujeres 
a la tierra se manifiestan sobre todo en el caso de la migración masculina, 
pues con frecuencia el acceso al crédito o a la asistencia técnica depende 
de que sean dueñas de la tierra o de que posean tierra a título propio. 
Además, cuando la migración estacional del cónyuge se convierte en una 
migración permanente, al no tener derechos garantizados a la tierra las 
mujeres quedan en una situación de gran inseguridad para proveer por 
sus familias, pues a veces la parcela que la familia tiene en usufructo vuel­
ve al sindicato agrario o a la comunidad. Según los usos y costumbres 
tradicionales, no existe ninguna garantía de que las autoridades comuni­
tarias cedan tierras a las mujeres que resultan abandonadas. 

Lo que vale la pena resaltar aquí es que cuando estas inquietudes de 
las mujeres indígenas a nivel local y regional se abordaron en la reunión 
nacional, se privilegió la demanda general de reconocimiento de territo­
rios indígenas, así como la defensa de la tierra comunal. En cuanto a los 
diversos intereses relacionados con los derechos de la mujer a la tierra 
que se habían expresado anteriormente, sólo uno -referente a la heren­
cia- se preservó en las recomendaciones finales: "Los pueblos indígenas 
y originarios hemos sido los dueños de las tierras y territorios y seguire­
mos luchando para dejarles tierras y territorios libres a nuestros hijos/ 
as... Cuando se produzca el caso de heredar territorios de los padres o 
cónyuges, queremos tener el derecho de propiedad a los mismos" (Sal­
guero 1995: 48). Según la coordinadora de estas reuniones35: "Muchas 

35 Mercedes Urriolagoitía, coordinadora nacional de las ONG para Beijing, intervención durante el 
Seminario sobre Mujeres Rurales y Tenencia de Tierra, op. cit. 



312 GÉNERO, PROPIEDAD Y EMPODERAMIENTO 

mujeres indígenas hicieron énfasis en el papel de complementariedad y 
en cómo en la complementariedad de roles no existe discriminación... 
Sin embargo, el tema más sensible para romper la concepción de que en 
la complementariedad no hay discriminación es la herencia en la tenen­
cia de la tierra". Esto sugiere los siguientes aspectos: que los patrones 
tradicionales de herencia con base en los usos y costumbres muchas ve­
ces discriminan en contra de las mujeres; que las mujeres indígenas se 
están conscientizando cada vez más de esta discriminación, y que con 
frecuencia existe una gran distancia entre las inquietudes de las mujeres 
indígenas y lo que sus líderes expresan en las reuniones nacionales, sobre 
todo en aquéllas en donde también está presente el liderazgo masculino 
de las asociaciones mixtas. 

Las líderes indígenas reconocen que sufren discriminación en las or­
ganizaciones mixtas. Están sub-representadas numéricamente, tanto en 
su condición de socias como en los cargos de liderazgo. Por ejemplo, una 
de las principales demandas de las mujeres en la Conaie es la participa­
ción igualitaria de hombres y mujeres en la organización: "Exigimos que 
seamos tenidas en cuenta para que la participación en las asambleas y 
congresos sea igualitaria entre hombres y mujeres; por ejemplo, si van a 
participar diez personas, deben ser cinco hombres y cinco mujeres" 
(Conaie 1994: 7). En Ecuador, hasta hace muy poco no se pensaba que las 
mujeres indígenas debían conformar una organización propia, como 
precondición para obtener una participación en condiciones de igualdad 
con los hombres en la esfera pública36. Según la coordinadora general de 
la Comisión de Mujeres Indígenas del Amazonas Ecuatoriano, "las muje­
res indígenas de Ecuador no nos hemos organizado para crear una orga­
nización independiente de la de los hombres, sino porque vemos la 
necesidad de que las mujeres trabajen conjuntamente con los hombres 
para afrontar nuestros conflictos"37. 

La situación en Ecuador contrasta con la de Bolivia, en donde la Fede­
ración Boliviana de Mujeres Indígenas y Campesinas 'Bartolina Sisa' se 
creó bajo el ala protectora de la Csutcb a comienzos de los años ochenta. 
Las demandas de las bartolinas son una combinación de demandas de 

36 Desde la creación de la Conaie, en 1986, ha habido una Secretaría de la Mujer; así mismo, más 
tarde se creó una en Confenaie. Sin embargo, en la mayor parte de las organizaciones indígenas 
de la región amazónica las secretarías de la mujer sólo se crearon a mediados de los años 
noventa. En el caso de la Federación de Organizaciones Indígenas del ÑAPO (FOIN), que se negó 
a crear una secretaría de la mujer, las mujeres conformaron su propia organización y luego 
solicitaron su admisión en la FOIN. Más tarde se les concedió una vicepresidencia permanente 
en la organización mixta (Ceplaes 1998: 154, 96). 

37 Yolanda Vargas, en el taller sobre Mujeres Indígenas y Participación, Reunión Preparatoria de 
las ONG para Beijing, Mar del Plata, septiembre de 1994, en Ceimme (1995: 54-5). 
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clase y étnicas, a semejanza de las demandas de la organización campesi­
na mixta. Cuando se plantearon las demandas de género a fines de los 
años ochenta, incluso a manera de demandas secundarias, bastaron para 
generar conflicto en la organización original. Esta tensión, que se ha pre­
sentado con diversos grados de intensidad en distintos momentos, toda­
vía no se ha resuelto, lo que sugiere que la autonomía organizacional 
-tener una organización de mujeres propia- no necesariamente redunda 
en una autonomía ideológica, como un espacio en donde se puedan plan­
tear demandas específicas de género38. Sin embargo, las organizaciones 
de sólo mujeres les ofrecen a éstas otros beneficios, como la oportunidad 
de obtener experiencia organizativa y de liderazgo y de solicitar fondos 
internacionales para desarrollar proyectos de mujeres. 

En Ecuador las mujeres finalmente constituyeron, en 1996, una orga­
nización nacional, el Consejo Nacional de Mujeres Indígenas del Ecua­
dor (Conmie), pese a las insistentes objeciones de la Conaie. Teresa Simbaña, 
una de las fundadoras, dice que la razón principal por la que las mujeres 
conformaron una organización propia fue que las organizaciones mixtas 
estaban dominadas por hombres y limitaban las oportunidades de las 
mujeres para participar en la toma de decisiones39. Además, las mujeres 
veían que a los fondos que ingresaban a la organización para proyectos de 
mujeres no se les estaba dando buen uso y muchas veces se destinaban a 
fines generales, en vez de al objetivo original. También habían visto que 
las mujeres indígenas de otros países estaban conformando exitosamente 
organizaciones propias. Así pues, en octubre de 1996 convocaron un con­
greso nacional de mujeres indígenas: "A los compañeros hombres no les 
gustó nadita que formáramos una organización de mujeres. Me llamaron 
siete veces que no lo hiciera. Amenazaron a las mujeres de la Conaie con 
expulsarlas por apoyar hacer la organización... Ellos decían que la idea no 
era de las indígenas, que era una copia de las mestizas. Las mujeres de la 
Conaie se asustaron y se fueron"40. En la actualidad, cincuenta organiza­
ciones de base de mujeres rurales están afiliadas al Conmie, que también 
cuenta con numerosas socias mujeres independientes. Según Simbaña, 
uno de los objetivos de la organización es elevar la autoestima de las so­
cias, para que tengan voz propia como mujeres "con dignidad, como 
personas, para que no sean objetos". También apoyan proyectos de gene­
ración de ingresos para las mujeres en producción agropecuaria y 

38 Entrevista con Gloria Ardaya, op. cit. 
39 Simbaña fue secretaria nacional de la Federación Ecuatoriana de Indígenas Evangélicos (Feine) 

Entrevista realizada el 24 de febrero del 2000, Quito. 
40 Ibid. 
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artesanal, y además desarrollaron un proyecto que otorga crédito a las 
mujeres para financiar la construcción de viviendas propias. En lo que 
respecta a la tierra, como en Ecuador ya finalizó la reforma agraria, la 
lucha actual es, en su opinión, conscientizar a las mujeres sobre sus dere­
chos de propiedad en el matrimonio y en la herencia. 

Es difícil saber si la existencia de una organización nacional de mujeres 
indígenas ha ejercido algún impacto en la Conaie y su liderazgo. Existen 
algunos indicios de que la dirigencia femenina de la Conaie se ha vuelto 
más abierta a temas de interés para las mujeres. En un artículo reciente. 
Nina Pacari (1998: 66) admite que "la lucha del movimiento de las muje­
res es sumamente importante... Es un movimiento que crece y tiene gran­
des retos para lograr cambios en la sociedad. Pero para la mujer indígena 
es diferente ya que nosotras priorizamos la perspectiva como pueblos 
indígenas sin que eso signifique que excluyamos el tema y los derechos 
de la mujer... No sería prudente para nosotras, tanto como organizacio­
nes o como dirigentes, olvidarnos de los problemas que tenemos como 
mujeres. Tampoco es prudente separarnos e ir por un lado las mujeres 
indígenas con su lucha exclusiva como mujeres y, por otro, los hombres, 
con una lucha como pueblos". Pacari ahora señala que la demanda debe 
consistir en que las políticas estatales sean coherentes con una perspecti­
va tanto de género como étnica {ibid.). Así mismo, como miembro de la 
Asamblea Constituyente de 1998, defendió la inclusión de una perspecti­
va de género en la nueva Constitución de Ecuador (Ayala 1999: 1). Esta 
evolución en el pensamiento es, probablemente, producto de una combi­
nación de factores: el planteamiento de una perspectiva de género entre 
las mujeres indígenas de otras regiones del continente, sobre todo en 
México y en Guatemala, la influencia creciente de esta perspectiva en las 
reuniones regionales de las dirigentes indígenas y la interiorización del 
discurso de la diferencia en los movimientos feminista y de mujeres en 
América Latina. También ha contribuido a esta tendencia la creciente 
conscientización sobre el impacto negativo que ha tenido la contrarreforma 
neoliberal en las mujeres indígenas de México. 

IGNORAR LOS DERECHOS DE LA MUJER A LA TIERRA: MÉXICO Y PERÚ 

Quizás el mejor ejemplo sobre por qué es importante especificar explíci­
tamente los derechos individuales de las mujeres a la tierra dentro de 
modalidades colectivas de propiedad es lo que está sucediendo con el 
acceso de la mujer a la tierra en las contrarreformas emprendidas en México 
y Perú. En ambos casos, la legislación agraria neoliberal permite actual-
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mente la división y la eventual venta de propiedades colectivas41. Antes 
de la contrarreforma, los derechos de la mujer a tierras colectivas eran 
mucho más explícitos en México que en los países andinos. México fue, 
en 1971, el primer país latinoamericano que estableció la igualdad jurídi­
ca formal entre hombres y mujeres en su legislación agraria. Sin embar­
go, las reglamentaciones de los ejidos especificaban que cada familia tenía 
derecho a ser representada por sólo un miembro, que, de acuerdo con el 
uso y las costumbres tradicionales, era el jefe de hogar varón. Por consi­
guiente, aunque el Estado concedió a todas las mujeres adultas derechos 
a la tierra, la participación en los ejidos y los derechos efectivos a la tierra 
se limitaban a las jefas de hogar mujeres. No obstante, los derechos de 
usufructo en el ejido se consideraban como patrimonio familiar, otorgan­
do a todos los miembros del hogar acceso a la tierra y a otros recursos. 
Las disposiciones de herencia en los ejidos protegían este patrimonio fa­
miliar al restringir la herencia de parcelas del ejido, en los casos en que se 
hacía testamento, al cónyuge o compañero(a) y/o un hijo, o si no hubiere 
testamento, concediendo preferencia al cónyuge/compañero(a). 

En la actual contrarreforma, todas las decisiones importantes con res­
pecto al futuro del ejido (por ejemplo parcelarlo y/o disolverlo) deben ser 
tomadas por miembros reconocidos del mismo. Esto significa que los cón­
yuges de los miembros del ejido quedan excluidos de la toma de decisio­
nes, y esto en efecto excluye a la mayor parte de las mujeres (puesto que 
las mujeres representan menos de una quinta parte del total de miem­
bros) de intervenir directamente en la determinación del futuro de sus 
comunidades. Además, con el voto de los miembros del ejido, los indivi­
duos que posean derechos de usufructo pueden adquirir un título sobre 
la parcela familiar y disponer de ésta a su antojo, ya sea arrendándola o 
vendiéndola. Por otra parte, los cambios en las disposiciones sobre he­
rencia ya no garantizan que el acceso a la parcela permanezca dentro de 
la familia. Ahora el ejidatario puede decidir el orden de sucesión, que 
puede incluir al cónyuge o compañero(a), a uno de los hijos o a cualquier 
otra persona. Sólo en el caso de que el ejidatario fallezca sin haber hecho 
testamento rige el anterior orden de sucesión, que le confería prioridad a 
la cónyuge/compañera. Queremos resaltar que lo que fue un recurso de 
la familia -el patrimonio familiar- ha dado lugar, en la contrarreforma, a 
un proceso de individualización de los derechos a la tierra que ha exclui­
do a las mujeres. Las excluyó porque la legislación estatal se combinó con 
los usos y costumbres tradicionales para otorgar la representación del 

41 En Perú, la decisión para parcelar las comunidades campesinas exige una mayoría del 50 por 
ciento de los votos en la costa y -como en Ecuador- de dos tercios en la sierra. En México esta 
decisión sólo requiere una votación con mayoría simple. 
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hogar a sólo uno de los sexos. Como las mujeres casadas no tienen nin­
gún derecho de representación directa dentro del ejido, no tienen ni voz 
ni voto en las decisiones que determinan la privatización de la tierra co­
munal. Así pues, el patrimonio familiar se convierte en propiedad indivi-
n u i l H o l i o r o He» r í /^íT-ay T^cavr^T-í 

Es posible que en Perú se dé un proceso similar. Allí, desde 1987 los 
hombres y las mujeres han tenido igual derecho a participar como miem­
bros de las comunidades campesinas e indígenas reconocidas. Sin embar­
go, la Ley de Comunidades Campesinas, que comprometió al Estado a 
respetar y proteger "las costumbres, los usos y las tradiciones de la comu­
nidad", también distingue entre los miembros de la comunidad y la cate­
goría de comunero calificado, y sólo éste tiene derecho a participar con 
voz y con voto en la asamblea comunal y a ser elegido para un cargo de 
liderazgo (Perú 1987: artículo 1). Si bien teóricamente el comunero califi­
cado puede ser hombre o mujer, según la práctica tradicional sólo hay un 
comunero calificado por familia, y es el hombre quien, como jefe del ho­
gar, representa a ésta ante la comunidad. Tradicionalmente, las únicas 
mujeres que participan en las decisiones comunales son las viudas (Del 
Castillo 1997). Por ejemplo: "Los hombres de Moyobamba dicen que cada 
familia es representada por un solo comunero y, mientras haya un varón 
que asuma este papel, debe hacerlo un hombre. En cualquier familia, los 
hermanos se convierten en comuneros, mientras que las hermanas de­
ben obtener acceso a la representación y los recursos a través de sus pa­
dres y esposos que son comuneros. Sólo cuando una mujer ha quedado 
viuda o cuando es madre soltera desde hace bastante tiempo y ya no 
forma parte de la familia de su padre, recibe estatus de comunera" 
(Bourque y Warren 1981: 157). En algunos casos, si las viudas se vuelven 
a casar pierden su derecho a representar a su familia, así como su acceso 
directo a la tierra (Casafranca y Espinosa 1993:19, 26). Otros investigado­
res también han concluido que las comunidades campesinas de la sierra 
se caracterizan por una "discriminación en el usufructo de la tierra en 
razón de sexo, edad y estado civil (mujeres, hijos menores, huérfanos, 
viudas y ancianos)" (Bonilla 1997: 72). 

Aunque desde la promulgación de la Ley de Tierras de 1995 en Perú 
las comunidades campesinas de la sierra y las comunidades indígenas 
nativas de la selva pueden escoger libremente su forma de asociación y 
disposición de la tierra comunal, esta decisión se debe tomar mediante 
un voto mayoritario de dos tercios de los comuneros calificados. Como 
en México, las mujeres casadas no participan en este importante proceso 
de toma de decisiones con respecto al futuro de sus comunidades, y si se 
lleva a cabo la individualización de los derechos a la tierra, también pue­
de suceder que la parcela de usufructo familiar se convierta en propie-
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dad privada del hombre. En Perú se ha prestado relativamente poca aten­
ción a las implicaciones de género que tiene la parcelación de la tierra 
comunal. Un informe reciente elaborado por un Grupo de Trabajo sobre 
Comunidades y Titulación planteaba, sin embargo, cierta inquietud so­
bre lo que sucedería con los derechos a la tierra de las viudas, puesto que 
éstas muchas veces son discriminadas cuando se definen sus derechos a 
la tierra: "El problema se plantea de manera significativa en las zonas de 
la sierra que fueron afectadas por la violencia social y política, donde el 
número de viudas es bastante alto" (Coordinadora Nacional 1997: 3). Si a 
este grupo de mujeres dentro de las comunidades campesinas no se les 
garantizan derechos a la tierra como jefes de hogar, existen muy pocas 
probabilidades de que se tengan en cuenta los intereses de las esposas y 
las hijas, o de que se escuchen sus voces en el proceso de parcelación. 

En los países con poblaciones indígenas apreciables, es en México -don­
de el proceso de privatización de la tierra comunal está más avanzado-
en donde las indígenas han sido más visibles en la demanda de derechos 
explícitos de la mujer a la tierra. Como se expresó en la Reunión Prepara­
toria de las ONG para Beijing en 1994, los cambios efectuados al artículo 
27 de la Constitución mexicana que abrieron paso a la privatización del 
ejido "afectan a las mujeres indígenas porque no podemos decidir sobre 
el destino de nuestras tierras; permiten que la tierra sea negociable, si 
anteriormente era inalienable, imprescriptible, inembargable, ahora nos 
pueden quitar las tierras. Además, este artículo no nos contempla, la 
mujer... no es tomada en cuenta... Paralela a la lucha por la tierra está la 
lucha por los derechos de la mujer..."42. Ha sido sobre todo en las reunio­
nes de Chiapas en donde las mujeres indígenas han planteado demandas 
concretas con respecto a derechos a la tierra, por lo cual el EZLN ha sido el 
primer movimiento indígena en apoyar la demanda de derechos efecti­
vos de la mujer a la tierra (Rojas 1995: 251). Sin embargo, en reuniones 
celebradas por todo México las mujeres indígenas comienzan a exigir 
derechos a la tierra y a reconocer que los usos y costumbres tradicionales 
las discriminan, sobre todo las que las excluyen de la herencia y de las 
estructuras de participación y toma de decisiones: "En las comunidades 
se siguen violando los derechos de las mujeres, al seguir aplicando usos y 
costumbres que atenían contra la dignidad de la mujer"; y "las mujeres 
indígenas plantean sus demandas y reivindican sus derechos, no para ir 
contra su cultura o su grupo, sino para pensar la costumbre desde una 
perspectiva que las incluya" (Seminario 1996: 2-3). 

42 Sofía Robles, Grupo Iniciativa Indígena por la Paz, San Cristóbal, Chiapas, en Ceimme (1995: 
52-3). 



318 GÉNERO, PROPIEDAD Y EMPODERAMIENTO 

En síntesis, existe un reconocimiento cada vez mayor de que la de­
manda de respeto por los usos y costumbres tradicionales rara vez, si es 
que alguna, representa, en la práctica, un llamado a la igualdad de géne­
ro con base en la complementariedad. Más bien, esta demanda es, mu­
chas veces, un llamado a la reproducción de prácticas que subordinan la 
mujer al hombre. Como sugiere la experiencia mexicana, la única manera 
de garantizar que hombres y mujeres tengan derechos a la tierra iguales y 
efectivos en las modalidades colectivas de tenencia de tierra es que los 
derechos individuales a la tierra se garanticen dentro de la colectividad. 
A su vez, esto exige que tanto los hombres como las mujeres tengan dere­
chos efectivos de representación en sus comunidades. 

RECONCILIAR LAS PERSPECTIVAS CULTURALISTA Y FEMINISTA 

Este trabajo ha ilustrado la importancia que reviste la defensa de la comu­
nidad para los pueblos indígenas, así como el papel central que desempe­
ña la demanda de los derechos a tierras y territorios colectivos en la 
identidad y la supervivencia de los pueblos indígenas. Al mismo tiempo, 
se ha argumentado que una cosa es apoyar la demanda de derechos a la 
propiedad colectiva, y otra muy distinta defender los usos y costumbres 
tradicionales en términos de cómo se distribuye la tierra a las familias y a 
los individuos que las componen. Nuestro interés principal como femi­
nistas son aquellas instancias en que el respeto por la ley consuetudinaria 
o los usos y costumbres tradicionales violan los derechos individuales de 
las mujeres indígenas. En opinión nuestra, el aceptar la posición del 
relativismo cultural duro -que la cultura es la única y principal fuente de 
validez de la norma moral- exige aceptar la subordinación de la mujer y 
niega los derechos humanos individuales de las mujeres. Aunque respe­
tamos la cosmovisión indígena con base en el vínculo entre la mujer y la 
tierra como fuente de vida, así como el atractivo de la tesis de la comple­
mentariedad, según la cual en un pasado hombres y mujeres pudieron 
haber tenido posiciones iguales, nos preocupa que conduzcan al argu­
mento a favor de la preservación de todos los aspectos de una cultura, no 
importa cuan discriminatorios sean. 

Además de idealizar el pasado y requerir la aceptación de un sistema 
cultural cerrado, la posición del relativismo cultural radical ignora las 
desigualdades internas y las relaciones de poder (Howard 1993: 329). La 
autoridad tradicional se basa en una compleja red de factores económi­
cos, sociales y políticos; al no reconocer las relaciones de poder en las que 
se basa la autoridad derivada de la tradición, este punto de vista afirma 
que los problemas de las mujeres indígenas se basan en factores distintos 
de la cultura tradicional. Pero el argumento según el cual la subordina-
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ción de la mujer es producto de fuerzas externas, como el colonialismo y 
la aculturación machista, desvía la atención de las desigualdades e injus­
ticias actuales. Esta posición del relativismo cultural duro comienza a ser 
impugnado por mujeres intelectuales indígenas. En opinión de Amanda 
Pop, una académica maya kichie de Guatemala43, "es bueno saber la his­
toria de las atrocidades a que hemos sido sujetos, pero si todo el tiempo 
voy a estar interpretando el presente de acuerdo con un pasado mítico, 
ni siquiera un pasado real, entonces qué voy a decir. Yo tengo que ver lo 
más importante, ahora, el presente, eso es lo más importante, porque si 
yo estoy dudando si hay discriminación otras personas están decidiendo 
por nosotras y ésos son nuestros hombres... No importa cómo surgió (la 
discriminación contra las mujeres), lo importante es que existe". 

Cuando mujeres como Pop expresan ideas como la anterior, exigien­
do el reconocimiento de los derechos de la mujer, han sido denunciadas 
por intelectuales mayas varones como incitadoras del etnocidio, según 
ocurrió en un debate periodístico reciente en Guatemala: "Según la opi­
nión de algunos hombres mayas, las mujeres mayas que reclamamos nues­
tros derechos como mujeres somos etnocidas. Interesante el discurso de 
estos hombres que se adjudican el derecho a decidir cómo debe ser la 
cultura maya, cuál es el estereotipo de la cultura maya... Me parece inte­
resante porque están haciendo exactamente lo que les critican a otros: no 
reconocer el valor y la riqueza de la diversidad y la diferencia... Seremos 
"puras mujeres mayas" si no cuestionamos las relaciones desiguales en­
tre hombres y mujeres que hasta ahora prevalecen en nuestras comuni­
dades... se dice que en la cosmovisión maya la mujer se encuentra en un 
plano de igualdad. Eso quizás en la cosmovisión, pero en la manera de 
pensar de los hombres y mujeres mayas actuales está impregnada de de­
sigualdad" (Alvarez 1996: 26). 

¿Es posible reconciliar las diferencias entre los relativistas culturales y 
las feministas? Una contribución reciente de Boaventura de Sousa (1997) 
sugiere que se podrían reconciliar teóricamente mediante un cambio de 
enfoque que se aleje de los derechos humanos universales y adopte más 
bien una noción de lo que denomina derechos humanos multiculturales 
o transculturales. De Sousa señala que el debate entre universalistas y 
relativistas es básicamente falso, además de perjudicar el desarrollo de 
una concepción emancipatoria de los derechos humanos. Mientras el 
universalismo hegemoniza una voz para representar la diversidad huma­
na (lo que denomina "la pelea de Occidente contra el resto del mundo"), 
los relativistas esencializan su propia visión cultural monolítica buscando 

43 Entrevista realizada el 7 de enero de 1998, Avancso, Ciudad de Guatemala. 
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legitimar sus propias ideas a expensas de las demás. Dice De Sousa que lo 
que se requiere es un diálogo transcultural, horizontal entre las diferen­
tes culturas, a fin de ampliar nuestra comprensión de la diversidad y la 
dignidad humanas. 

De Sousa (1997: 10) plantea que todas las culturas son básicamente 
incompletas en términos de su concepción de la dignidad humana. Esta 
carencia se deriva de la existencia de una pluralidad de culturas; si cada 
cultura fuera tan completa como supone ser, sólo existiría una única cul­
tura. Dice también que esta carencia es más evidente desde fuera, desde 
la perspectiva de otra cultura. La tarea de elaborar una concepción 
transcultural de los derechos humanos comienza por crear conciencia 
sobre este hecho de que las culturas son incompletas. El propósito de este 
ejercicio no es llegar a la completud, sino más bien establecer un diálogo 
horizontal cuya meta no sea dominar o imponer, sino más bien ampliar la 
concepción de la dignidad humana. De Sousa señala que todas las cultu­
ras tienen concepciones sobre la dignidad humana, algunas más amplias 
que otras, o con un mayor elemento de reciprocidad que otras. El reto 
consiste en detectar las preocupaciones comunes o las aspiraciones mu­
tuamente inteligibles, lo que denomina "la constelación de significados 
locales mutuamente inteligibles" {ibid.). Plantea que, de esta manera, un 
diálogo transcultural sobre la dignidad humana podría generar una con­
cepción multicultural híbrida o mestiza de los derechos humanos. 

La teoría y la práctica feministas se embarcaron en este discurso hace 
casi dos decenios, con el surgimiento del "feminismo de la diferencia"44; 
es decir, el reconocimiento de las diferencias dentro de la categoría de 
"mujer" y de las diversas experiencias y los intereses múltiples de las 
mujeres como resultado a la intersección de clase, raza, etnicidad y na­
cionalidad, entre otros factores (Molyneaux 1985; Barret 1990; Fraser 1997). 
El feminismo de la diferencia dentro del movimiento internacional de 
mujeres ha requerido no sólo el reconocimiento de la diferencia, sino 
también la aceptación de valores y estilos de vida distintos de los domi­
nantes de Occidente, y es en este punto que hay coincidencia con el de 
De Sousa, lo cual significa un diálogo horizontal en el movimiento de 
mujeres. Este proceso ha creado un consenso en cuanto a que no todas 
las diferencias culturales merecen respeto o reivindicación, y que no to­
das las prácticas se pueden unlversalizar (Subirats 1998: 58). Además, este 

44 Recuérdese, en el capítulo 1, que el "feminismo de la diferencia" se ha utilizado de dos maneras 
diferentes en el "debate de igualdad versus diferencia" para significar la posición que hace 
énfasis en las diferencias entre los hombres y las mujeres, pidiendo una revaluación de las 
cualidades encarnadas por las últimas, y en el sentido que aquí se utiliza, para reconocer la 
composición heterogénea de la categoría mujer. 
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proceso de diálogo ha comenzado a generar criterios interculturales com­
partidos para evaluar políticas que beneficien a las mujeres, por ejemplo 
aquéllas que acentúan su poder de negociación en el hogar y la comuni­
dad, o que mejoran sus posiciones de resguardo. 

Este proceso de diálogo entre el movimiento feminista y de mujeres 
en Latinoamérica y las líderes indígenas apenas se inició en forma en los 
años noventa, aunque el discurso sobre la política de la diferencia ha sido 
un elemento de los Encuentros Feministas desde la década anterior. Se­
gún una líder indígena, "antes yo creía que era imposible o contradicto­
rio ser indígena, mujer y feminista. Ahora no diría eso porque el feminismo 
me ha ayudado a reconocer mis identidades... Cuando en el feminismo 
empezamos a hablar de identidad, comencé a reconocerme como mujer 
indígena, intelectual y feminista"45. Como práctica, empezó a dar frutos 
con los eventos preparatorios de las ONG en la región para la Conferencia 
sobre la Mujer de Beijing, en 1995; su expresión más profunda fue proba­
blemente la reunión de Enlac, celebrada en 1996 en Brasil, que reunió a 
mujeres campesinas e indígenas y a feministas de 21 países en la más 
grande reunión interracial, interétnica y multilingüe que se ha realizado 
hasta la fecha en América Latina y el Caribe (Enlac 1998). Esta constela­
ción de factores es lo que ha instado a las líderes indígenas a reexaminar 
sus propios mitos fundacionales y entender las limitaciones de reivin­
dicar un pasado que es discriminatorio en la actualidad. Este punto se 
aprecia sobre todo en la evolución de las demandas planteadas en las 
reuniones regionales de líderes indígenas mujeres en el transcurso del 
último decenio. 

Las mujeres indígenas comenzaron a cuestionar las relaciones de po­
der cuando empezaron a demandar una participación igual en las orga­
nizaciones mixtas de sus comunidades (Hernández y Murguialday 1993: 
132). Estas demandas se plantearon muy tímidamente en la Reunión de 
Organizaciones Campesinas e Indígenas de América Latina, celebrada en 
1989 en el contexto de la planeación de los 500 Años de Resistencia Indí­
gena. Las escasas mujeres que asistieron a esta reunión tuvieron ante todo 
que explicarles a los hombres que no estaban en contra de ellos, antes de 
hablar sobre las inquietudes en torno a su participación: "...nuestra lucha 
no es contra los hombres, sino más bien contra un sistema de domina­
ción y explotación que mutila tanto a los hombres como a las mujeres. En 
solidaridad, hacemos la crítica de que en otros eventos (de indígenas) las 
organizaciones de mujeres en América Latina sean tenidas en cuenta; 
que las organizaciones indígenas incluyan delegaciones de mujeres; y que 

45 Victoria Alvarez, líder indígena quiche, Guatemala, en Chinchilla (1998: 451). 
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la participación de las mujeres se tenga en cuenta en los comités de coor­
dinación de esos eventos" (Comisión Mujer 1990: 29). 

Fue en la Segunda Reunión Continental de la Campaña de los 500 
Años, celebrada en Guatemala en 1991, donde los grupos indígenas reco­
nocieron por primera vez ia triple opresión de ia mujer indígena 
(Hernández y Clara Murguialday 1993: 157). Una de las resoluciones 
emanadas de esta reunión reconoció que "la lucha por la emancipación 
de las mujeres debe darse en un marco integral que contemple la lucha 
contra la desigualdad de clase, la desigualdad de etnia y la desigualdad 
de género". En 1995, en el contexto de las actividades preparatorias para 
la Conferencia de las Naciones Unidas sobre la Mujer en Beijing, las mu­
jeres indígenas que participaron en las diversas reuniones regionales 
mencionaron, cada vez con más énfasis, los mecanismos que reproducen 
la desigualdad de género. Por ejemplo, en el Seminario de Mujeres Indí­
genas de Suramérica, celebrado en 1995 en Bogotá, se concluyó lo siguiente: 
"Las mujeres hemos empezado a criticar las estructuras de organización 
(indígenas) por ser excluyentes, por no seguir modelos autónomos, por 
no ser democráticas internamente y, sobre todo, por desprestigiar, igno­
rar o aislar nuestra contribución. Hemos sido claras en expresar nuestro 
deseo de trabajar siempre en conjunto con los hombres dentro de las 
organizaciones, aunque sigamos encontrando obstáculos que nos lleven 
a ser discriminadas en su interior. Nos duele ver que en muchas ocasio­
nes se encuentran las excusas para mantenernos en posiciones inferiores 
en las que no podemos ejercer funciones de mando, que nuestra contri­
bución no es tomada en serio, y que nuestro trabajo con mujeres indíge­
nas es el primero en ser sacrificado si hay problemas económicos... Es por 
esto que se ve cada día más la necesidad de lograr espacios de participa­
ción en todos los niveles de poder, que es donde se toman las decisiones 
vitales que afectan la vida y el futuro de las mujeres y de sus pueblos..." 
(ONIC 1996: 35-6). 

En el proceso de demandar el derecho a una participación plena en 
las organizaciones indígenas mixtas, existe un reconocimiento creciente 
de la complejidad de factores que reproducen la subordinación de las 
mujeres a los hombres, incluso en el nivel comunitario: "En el campo 
político, las compañeras indígenas parten del hecho de que en las comu­
nidades se comparten aspectos de la ideología dominante que afirman 
que la mujer debe mantenerse subordinada en todas las dimensiones. 
Esto genera relaciones de poder y desigualdad entre hombres y mujeres 
que van en contra de la idea de que la mujer debe incorporarse más en los 
órganos de decisión... que consideran que estamos incapacitadas para 
asumir funciones de dirección" (ONIC 1996: 86). 


